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UNA METAMORFOSIS INCOMPLETA. 
LA EVOLUCIÓN DEL DERECHO 
ESPAÑOL HACIA LA LIBERTAD DE 
CONCIENCIA EN LA JURISPRUDENCIA 
CONSTITUCIONAL* 
Javier Martínez-Torrón 
1. INTRODUCCIÓN. LA SIGNIFICACIÓN HISTÓRICA DE LA CONS-
TITUCIÓN DE 1978 EN MATERIA RELIGIOSA 
El objeto de este trabajo, de acuerdo con las características del 
Curso en que se inserta, consiste en analizar el tratamiento jurí-
dico de la libertad de religión y de conciencia -tanto en sus as-
pectos individuales como colectivos- a la luz de la jurisprudencia 
de nuestro Tribunal Constitucional. Naturalmente, por razones de 
espacio, este análisis ha de ser selectivo, y se centrará en algunos 
aspectos de las decisiones a mi entender más significativas del 
Tribunal1• Mi intención será, sobre todo, ofrecer un panorama 
* Este trabajo se basa en mi intervención en el Curso de Verano organi-
zado por la Universidad Complutense en El Escorial. "Cambio social y transi-
ción jurídica", 30 julio-3 agosto 2001. Deseo hacer constar aquí mi agradeci-
miento a la Fundación General de la Universidad Complutense, así como a los 
Profesores Andrés Ollero y Diego Poole, Director y Secretario de dicho Curso, 
respectivamente, por su amable invitación. 
1. Un estudio completo de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional 
hasta 1991 puede encontrarse en R. RODRÍGUEZ CHACÓN, El factor religioso 
ante el tribunal constitucional, Madrid 1992; vid. también A. ÁLVAREZ 
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suficientemente descriptivo de los principales temas relativos a la 
libertad religiosa que han llegado a la jurisdicción del Tribunal 
Constitucional, así como de la forma en que el Tribunal ha apli-
cado los principios constitucionales. Para facilitar la adecuada 
comprensión de la jurisprudencia constitucional en esta materia, 
se han añadido diversas explicaciones -breves- sobre el derecho 
español relativo a las relaciones entre sociedad civil y sociedad 
religiosa, presuponiendo que el lector no necesariamente se en-
cuentra familiarizado con ese sector de nuestro ordenamiento que, 
con mayor o menor acierto, viene llamándose "derecho eclesiás-
tico del Estado"2. 
Aunque los casos hasta ahora enjuiciados por el Tribunal 
Constitucional español no comprenden la totalidad de los aspec-
tos problemáticos del derecho de libertad religiosa, en general 
puede decirse que, en estas primeras décadas de su historia, el 
Tribunal ya ha tenido ocasión de pronunciarse sobre las cues-
tiones más importantes, de manera directa o indirecta. En la juris-
prudencia del Tribunal existen -en mi opinión- algunas deficien-
cias en la que pueden y deben ser corregidas para lograr una 
CORTINA, El derecho eclesiástico español en la jurisprudencia postconsti-
tucional, 1978-1990, Madrid 1991. Interesantes aportaciones sobre aspectos 
específicos de la jurisprudencia constitucional española, a la luz de la expe-
riencia comparada, pueden encontrarse en J. MARTÍNEZ-TORRÓN (ED.), La 
libertad religiosa y de conciencia ante la justicia constitucional. Actas del Vll1 
Congreso Internacional de Derecho Eclesiástico del Estado, Granada 1998. 
Además, debe recordarse que, desde su fundación en 1985, la revista Anuario 
de Derecho Eclesiástico del Estado (actualmente publicada por el Servicio de 
Publicaciones del Ministerio de Justicia) contiene una sección específicamente 
dedicada a dar noticia de la jurisprudencia constitucional en la materia. Por lo 
demás, he tratado de reducir a un mínimo las citas bibliográficas en este 
trabajo. 
2. Un análisis pormenorizado del pasado, presente y perspectivas de 
futuro de esta disciplina jurídica, a la luz de la experiencia comparada, con 
abundantes referencias bibliográficas, puede encontrarse en J. MARTfNEZ-
TORRÓN, Religión, derecho y sociedad. Antiguos y nuevos planteamientos en 
el derecho eclesiástico del Estado, Granada 1999. 
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tutela más acendrada de la libertad religiosa, especialmente en su 
dimensión individual. 
Antes de pasar al análisis de la jurisprudencia constitucional, 
conviene recordar que la Constitución de 1978 ha supuesto un 
,hito de trascendental importancia en la regulación del factor reli-
gioso en nuestro país. Es la primera Constitución española que ha 
proporcionado una adecuada solución a los conflictos sociales y 
políticos causados por la diversidad de ideas religiosas, consi-
guiendo así que la "cuestión religiosa" haya llegado a ser, casi 
por completo, una reliquia del pasad03 (con pocas probabilidades, 
deseablemente, de regresar). 
La razón de ese logro, como es sabido, es que la Constitución 
vigente operó una transformación del Estado confesional en un 
régimen de libertad religiosa, pero sin romper bruscamente con 
nuestra tradición histórica y sin adoptar una actitud de vendetta 
hacia los excesos anteriores de un Estado que se definía como 
esencialmente católico. No se pierda de vista que la unión entre 
poder político y religión católica en la península ibérica está 
presente, al menos, desde la conversión de los reyes visigodos en 
el año 589, y se prolonga en los reinos cristianos que, tras casi 
ocho siglos de lucha contra el dominio musulmán (la llamada 
Reconquista), son los protagonistas de la paulatina transfor-
mación de España en un Estado moderno. La confesionalidad 
católica está en el corazón mismo de la constitución de España 
como reino unificado a finales del siglo XV; la conexión entre el 
catolicismo y nuestra identidad nacional ha sido una constante 
histórica desde entonces, y la misma actitud fue trasplantada al 
continente americano. La profesión y apoyo públicos de la reli-
gión católica iba habitualmente acompañada de una intolerancia 
3. Vid. P. J. VILADRICH, "Los principios informadores del Derecho ecle-
siástico español", en AA.VV., Derecho eclesiástico del estado español (la ed.), 
Pamplona 1980, pp. 211 ss. 
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hacia las otras religiones o ideas cuya intensidad variaba de 
acuerdo con diversas circunstancias políticas y religiosas4. 
A lo largo de casi quinientos años, la confesionalidad católica 
del Estado español conoció únicamente dos efímeras interrup-
ciones: la Constitución liberal-progresista de 1869 -reemplazada 
en 1876- y la Constitución republicana de 193¡5. De hecho, el 
más grave error de la Constitución de la Segunda República -y de 
gran parte de las fuerzas políticas que determinaron la vida pú-
blica española durante aquellos años- fue su actitud de hostilidad 
hacia la Iglesia católica. Es cierto que la Constitución de 1931 
proclamaba el principio general de libertad de religión y de con-
ciencia, pero al mismo tiempo, con la finalidad de debilitar la 
enorme influencia de la Iglesia católica en la vida política y cul-
tural española, imponía severas restricciones a la libertad real de 
4. Vale la pena recordar que incluso la Constitución que actuó de cauce 
jurídico para la introducción de las doctrinas liberales en España, la Consti-
tución de Cádiz de 1812, comenzaba con una invocación a "Dios Todopode-
roso, Padre, Hijo y Espíritu Santo", y consagraba el catolicismo como parte de 
la estructura política del Estado, con las siguientes palabras: "La religión de la 
Nación española es y será perpetuamente la católica, apostólica y romana, 
única verdadera. La Nación la protege por leyes sabias y justas y prohíbe el 
ejercicio de cualquier otra" (art. 12). Para un análisis pormenorizado del factor 
religioso en el primer constitucionalismo español, vid. R. GARCfA GARCfA, 
Constitucionalismo español y legislación sobre el factor religioso durante la 
primera mitad del siglo XIX (1808-1845), Valencia 2000. Para una sucinta e 
interesante síntesis de la historia de las relaciones Iglesia-Estado en España 
durante los últimos tres siglos, con abundantes referencias bibliográficas, vid. 
P. LOMBARDÍA, "Precedentes del derecho eclesiástico español", en AA.VV., 
Derecho eclesiástico del Estado español (2a ed.), Pamplona 1983, pp. 111 ss.; 
vid. también 1. M. CUENCA TORIBIO, Relaciones iglesia-estado en la España 
contemporánea: 1833-1985, Madrid 1985 (con referencia a los siglos XIX 
y XX). 
5. La Constitución de 1869, en su artículo 21, reconocía la obligación del 
Estado de sostener la Iglesia católica, pero sin establecer el catolicismo como 
religión oficial. El art. 3 de la Constitución de 1931 establecía que "el Estado 
español no tiene religión oficial". 
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las instituciones eclesiásticas6. Esas disposiciones restrictivas de 
la Constitución, ulteriormente desarrolladas por vía legislativa y 
reglamentaria, unidas a la fuerte actitud anticlerical de algunos 
gobiernos republicanos, fueron una de las principales causas 
desencadenantes de las convulsiones sociales y políticas que 
terminaron trágicamente en la guerra civil de 1936 y condujeron a 
la dictadura del general Franco (1939-1975), durante la cual se 
restauró la: confesionalidad católica del Estado españoI7. 
6. Por una parte, el artículo 27 de la Constitución republicana establecía: 
"La libertad de conciencia y el derecho de profesar y practicar libremente 
cualquier religión quedan garantizados en el territorio español, salvo el respeto 
debido a las exigencias de la moral pública". Sin embargo, el mismo artículo 
sometía todos los cementerios a la jurisdicción civil, y prohibía la separación 
de recintos por motivos religiosos; sólo se permitía el culto religioso privado, 
estando las manifestaciones públicas de culto sujetas a una previa autorización 
gubernativa. En todo caso, el verdadero núcleo del problema lo constituía el 
artículo 26, de polémica aprobación por las Cortes constituyentes, que irradiaba 
una abierta hostilidad hacia las instituciones religiosas en general -lo que, en el 
contexto de la época, significaba una hostilidad en concreto hacia las insti-
tuciones de la Iglesia católica. De acuerdo con las distintas cláusulas de ese 
artículo, se suprimía de golpe toda ayuda económica pública a las confesiones 
religiosas, incluidos los beneficios fiscales (ha de recordarse, a este respecto, 
que el presupuesto estatal llamado entonces "de culto y clero" se entendía 
como una suerte de compensación por la desamortización de bienes eclesiás-
ticos efectuada en .el siglo XIX). Todas las confesiones religiosas eran "consi-
deradas como Asociaciones sometidas a una ley especial". La Compañía de 
Jesús era disuelta por mandato constitucional ("Quedan disueltas aquellas Ór-
denes religiosas que estatutariamente impongan, además de los tres votos 
canónicos, otro especial de obediencia a autoridad distinta de la legítima del 
Estado"). Las demás órdenes y congregaciones religiosas quedaban sometidas 
a diversos controles y restricciones, especialmente en relación con su capa-
cidad para adquirir y administrar bienes. Además, se les prohibía dedicarse a la 
enseñanza: una prohibición tan severa como falta de realismo, pues la mayoría 
de los colegios en España estaban entonces en manos de instituciones católicas 
y proporcionan una enseñanza confesional. 
7. Acerca de la política religiosa de la Segunda República, vid. reciente-
mente el volumen colectivo Estado y religión. Proceso de secularización y 
laicidad. Homenaje a Don Fernando de los Ríos (ed. por D. LLAMAZARES), 
Madrid 2001. Dentro de ese volumen, me he ocupado específicamente de 
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Como he indicado antes, la Constitución de 1978 renunció a la 
confesionalidad católica declarando expresamente que el Estado 
español no tiene religión oficial8. La neutralidad del Estado no 
significa que la religión deba ser ignorada o que el Estado adopte 
una surte de "confesionalidad laica"9. Al contrario, el artículo 14 
prohibe la discriminación fundada en motivos religiosos. La li-
bertad de religión y creencias, junto con el principio de coope-
la regulación de la dimensión colectiva de la libertad religiosa: vid. 
J. MARTÍNEZ-TORRÓN, "Derecho de asociación y confesiones religiosas en la 
Constitución de 1931", pp. 165-190; en ese trabajo pueden encontrarse ulte-
riores referencias bibliográficas. Sobre las vicisitudes de la elaboración de los 
artículos de la Constitución de 1931 relativos a la materia religiosa, sigue 
siendo válido el clásico y documentado trabajo de F. DE MEER, La cuestión 
religiosa en las Cortes Constituyentes de la II República española, Pamplona 
1975. Para un análisis de la política religiosa del régimen franquista, vid. 
A. DE LA HERA, "Las relaciones entre la Iglesia y el Estado en España (1953-
1974)", en Revista de Estudios Políticos, 211 (1977), pp. 5 ss. 
8. Como se sabe, la Constitución española se refiere a la religión principal-
mente en los artículos 16 (libertad ideológica, religiosa y de culto) y 14 
(principio de igualdad). 
El artículo 16 establece: "1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y 
de culto de los individuos y las comunidades, sin más limitación, en sus mani-
festaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido 
por la ley.- 2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o 
creencias.- 3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos 
tendrán en cuenta las creencias de la sociedad española y mantendrán las 
consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las demás 
confesiones" . 
Por su parte, el artículo 14 dispone que "los españoles son iguales ante la 
ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de su naci-
miento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia 
personal o social". Hay otros artículos de la Constitución que se refieren 
directa o indirectamente a la libertad de religión y de creencias: en especial, el 
art. 30 (objeción de conciencia al servicio militar), art. 27 (derecho a la edu-
cación y libertad de enseñanza), art. 20 (libertad de expresión) y art. 22 
(libertad de asociación). 
9. Vid. al respecto M. 1. ROCA, "La neutralidad del Estado: fundamento 
doctrinal y delimitación en la jurisprudencia", en Il diritto ecclesiastico (1997), 
pp. 405 ss.; E. MOLANO, "La laicidad del Estado en la Constitución española", 
en Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado, 2 (1986), pp. 239 ss. 
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ración con las confesiones religiosas, define la política religiosa 
del Estado. Significativamente, el artículo 16.3 obliga al Estado a 
mantener "relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las 
demás confesiones" según su relevancia en la sociedad española. 
Aunque esa cooperación ha sido a veces canalizada a través de la 
legislación unilateral del Estado, los principales instrumentos de 
la cooperación estatal con las confesiones son, sin duda, la nor-
mativa concordada con la Iglesia católica en 1979, y los paralelos 
acuerdos concluidos en 1992 con las minorías religiosas de mayor 
influencia en España10. 
10. La creación de acuerdos de cooperación entre el Estado y confesiones 
religiosas distintas de la Iglesia católica constituyó una importante innovación 
en la tradición jurídica española, inspirada directamente en la Constitución 
italiana, que a su vez se inspiró en este punto en el derecho alemán. Dichos 
acuerdos fueron introducidos en nuestro derecho, in abstracto, por el art. 7 de 
la Ley orgánica de Libertad Religiosa de 1980 (Ley Orgánica 7/1980, 5 julio 
1980), que permite al gobierno negociar acuerdos o convenios de cooperación 
con aquellas confesiones religiosas que hayan adquirido "notorio arraigo" en 
España; tales acuerdos sólo pasan a formar parte del derecho español una vez 
que han sido aprobados por ley de las Cortes Generales. Esta nueva institución 
fue hecha realidad por primera vez -y, de momento, también por última- en 
noviembre de 1992, cuando las Cortes aprobaron tres acuerdos con las fede-
raciones, respectivamente, de iglesias evangélicas, comunidades israelitas y 
comunidades islámicas de España; los tres acuerdos son de contenido muy 
similar. En los años siguientes, los Testigos de Jehová y la Iglesia de Jesucristo 
de los santos de los últimos días (mormones) han intentado negociar un 
acuerdo con el Estado, aunque nada indica por ahora que puedan obtener 
resultado alguno en un futuro próximo. Para un análisis de los acuerdos de 
1992 en el contexto de los principios informadores del derecho eclesiástico del 
Estado español, y a la luz de la experiencia del derecho comparado, vid. 
J. MARTÍNEZ-TORRÓN, Separatismo y cooperación en los acuerdos del 
Estado con las minorías religiosas, Granada 1994. Vid. también, entre la abun-
dante bibliografía al respecto, los trabajos reunidos en el volumen Acuerdos del 
Estado español con confesiones religiosas minoritarias (ed. por V. REINA y 
M. A. FÉLIX), Madrid 1996. En relación con el proceso de elaboración de esos 
acuerdos, vid. A. FERNÁNDEZ-CORONADO, Estado y confesiones religiosas: 
un nuevo modelo de relación (los pactos con las confesiones, leyes 24, 25 Y 26 
de 1992), Madrid 1995. 
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11. Los PRINCIPIOS INFORMADORES DEL DERECHO ECLESIÁS-
TICO DEL ESTADO ESPAÑOL 
Pese a las distintas posiciones detectables en la doctrina espa-
ñola, existe un acuerdo mayoritario en que el derecho eclesiástico 
del Estado español -es decir, aquella parte del derecho español 
dedicada a la ordenación del factor social religioso 1 L se funda en 
cuatro principios cardinales a los que suele denominarseprin-
cipios informadores 12. Esos principios son: libertad religiosa, 
igualdad, neutralidad y cooperación. No existe entre ellos una 
relación de estricta jerarquía, sino que más bien constituyen un 
conjunto de coordenadas que defInen el plano de legitimidad 
constitucional, vinculante para la actividad tanto del legislativo 
como del ejecutivo españoles13 . 
El principio de libertad religiosa dota de coherencia a los otros 
tres, en la medida en que define el objetivo a alcanzar por el 
Estado en esta materia: garantizar la adecuada protección del 
derecho de libertad de religión y de conciencia para todos los 
individuos y grupos. La igualdad de los ciudadanos ante el 
. 11. Son numerosas las exposiciones de conjunto del derecho eclesiástico 
del Estado en España, tanto de autoría individual como colectiva. Hasta ahora, 
el tratamiento más pormenorizado al respecto ha sido llevado a cabo en el 
volumen colectivo Tratado de Derecho Eclesiástico, Pamplona 1994. 
12. El análisis inicial, y hasta ahora más influyente, de los principios 
informadores fue escrito por P. 1. VILADRICH, "Los principios informadores 
del Derecho eclesiástico español", en AA.VV., Derecho eclesiástico del estado 
español (la ed.), Pamplona 1980, pp. 211-317. Para una síntesis de las prin-
cipales posiciones al respecto en la doctrina española, vid. 1. MARTÍNEZ-
TORRÓN, Religión, derecho y sociedad, cit. supra, nota 2, pp. 172-204. Un 
completo análisis de la jurisprudencia constitucional al respecto puede encon-
trarse en J. CALVO ÁLVAREZ, Los principios del derecho eclesiástico español 
en las sentencias del Tribunal Constitucional, Pamplona 1999. 
13. Vid. J. FERRER ORTIZ, "Los principios constitucionales del derecho 
eclesiástico como sistema", en el volumen colectivo Las relaciones entre la 
Iglesia y el Estado. Estudios en memoria de Pedro Lombardía, Madrid 1989, 
pp. 309 ss. 
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derecho reclama que ninguna persona, física o jurídica, pueda ser 
objeto de discriminación por razón de su religión o creencia. La 
igualdad, por otro lado, deriva del principio de neutralidad, que 
prohibe al Estado evaluar las diferentes religiones según sus doc-
trinas o dogmas; el Estado puede únicamente juzgar los efectos 
sociales de su actuación. La Constitución de 1978 ha consagrado 
el principio de neutralidad, en lugar del anterior principio de con-
fesionalidad, porque lo consideraba más apropiado para garan-
tizar la tutela del derecho de libertad religiosa de todos los 
ciudadanos en pie de igualdad. Finalmente, el principio de coope-
ración impide que la neutralidad sea entendida en clave de 
separación entre religión y Estado, y proporciona la base para una 
colaboración del Estado con las confesiones religiosas a través de 
diversas vías, con tal de que los demás principios -en especial la 
neutralidad y la igualdad- sean debidamente respetados. La coo-
peración del Estado con las confesiones, que responde a un 
mandato constitucional, implica que la religión es considerada 
una realidad positiva en la sociedad española en tanto que cons-
tituye el natural resultado del ejercicio de una libertad fun-
damental. 
La comprensión de los principios informadores del derecho 
español en materia religiosa, tan sucintamente descrita en el 
párrafo anterior, ha sido sústancialmente aceptada por el Tribunal 
Constitucional español desde el inicio de su actividadl4. Así, en 
1982, el Tribunal afirmaba: 
"[H]ay dos principios básicos en nuestro sistema político que deter-
minan la actitud del Estado hacia los fenómenos religiosos y el conjunto 
de relaciones entre el Estado y las iglesias y confesiones: el primero de 
ellos es la libertad religiosa, entendida como un derecho subjetivo de 
14. Vid. J. FERRER ORTIZ, "Los principios informadores del derecho 
eclesiástico del Estado" en La libertad religiosa y de conciencia, cit. supra, 
nota 1, pp. 107 ss.; J. A. SOUTO, "Libertad ideológica y religiosa en la juris-
prudencia constitucional", en Las relaciones entre la Iglesia y el Estado, cit. 
supra, nota 13, pp. 520 ss. 
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carácter fundamental que se concreta en el reconocimiento de un ámbito 
de libertad y de una esfera de 'agere licere' del individuo; el segundo es 
el de igualdad, proclamado por los artículos 9 y 14, del que se deduce 
que no es posible establecer ningún tipo .de discriminación o de trato 
jurídico diverso de los ciudadanos en función de sus ideologías o sus 
creencias y que debe existir un igual disfrute dé la libertad religiosa por 
todos los ciudadanos" 15. 
La misma sentencia refrendaba la existencia del principio de 
neutralidad del Estado con las siguientes palabras: "El artículo 
16.3 de la Constitución proclama que «ninguna confesión tendrá 
carácter estatal» e impide ... que los valores o intereses religiosos 
se erijan en parámetros para medir la legitimidad o justicia de las 
normas y actos de los poderes públicos. Al mismo tiempo, el 
citado precepto constitucional veda cualquier tipo de confusión 
entre funciones religiosas y funciones estatales"16. Poco después, 
también en 1982, el Tribunal subrayaba la importancia de la 
cooperación estatal con las confesiones religiosas l7. 
15. STC 24/1982, 13 mayo 1982, FJ 1. El caso se refería a la legitimidad 
constitucional del sistema español de asistencia religiosa católica al ejército 
mediante las capellanías castrenses. Para un comentario pormenorizado de esta 
sentencia vid. J. M. CONTRERAS, El régimen jurídico de la asistencia reli-
giosa a las Fuerzas Armadas en el sistema español, Madrid 1989, pp. 518 ss.; 
y, más recientemente, L. BABÉ, "La asistencia religiosa a las Fuerzas Armadas 
ante la jurisprudencia del Tribunal Constitucional español", en La libertad 
religiosa y de conciencia, cito supra, nota 1, pp. 351 ss. 
16. STC 24/1982, 13 mayo 1982, FJ 1. El Tribunal ya se había pronun-
ciado anteriormente sobre la neutralidad del Estado, en relación con la libertad 
religiosa, en otra sentencia de 1981: "En un sistema jurídico y político basado 
en el pluralismo, la libertad ideológica y religiosa de los individuos y la 
aconfesionalidad del Estado, todas las instituciones públicas, y muy especial-
mente los centros docentes, han de ser, en efecto, ideológicamente neutrales" 
(STC 5/1981,13 febrero 1981, FJ 9). 
17. Cfr. STC 66/1982, 12 noviembre 1982 (relativa al reconocimiento de 
efectos civiles de una sentencia eclesiástica declarativa de la nulidad de un 
matrimonio canónico). Cfr. también STC 93/1983, 8 noviembre 1983, FJ 5; Y 
STC 265/1988, 22 diciembre 1988, FJ 4-5. 
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Naturalmente, los problemas surgen al aplicar los principios 
informadores a los casos reales de conflicto. Más adelante me 
referiré a algunas sentencias en las que el Tribunal Constitucional 
ha enjuiciado algunas cuestiones relativas a la compatibilidad del 
estatuto jurídico civil de la Iglesia católica con los principios de 
igualdad y cooperación 18. Ahora, mencionaré algunos casos en 
los que, en ese mismo contexto, ha interpretado el principio de 
neutralidad. 
1. El uso de símbolos religiosos en una Universidad pública 
Una de las sentencias a que me refiero, de 1991, se refería al 
uso de símbolos religiosos en instituciones públicas19. En ella el 
Tribunal Constitucional declaró que una Universidad pública' 
estaba legitimada para retirar de su escudo universitario oficial 
una imagen de la Virgen María si las autoridades universitarias 
competentes interpretaban que ésa era la decisión más apropiada 
desde el punto de vista de la neutralidad del Estado en materia 
religiosa. Sin embargo, el Tribunal hizo notar paralelamente que 
el principio constitucional de neutralidad no obligaba a privar al 
escudo universitario de la imagen religiosa, pues, por respeto a la 
historia y a la tradición, la Universidad podía igualmente haberse 
inclinado por mantener aquellos símbolos religiosos que desde 
siempre habían estado presentes en su emblema heráldico. 
Más precisamente, los hechos del caso eran los siguientes. 
Después de que el claustro de la Universidad de Valencia hubiera 
decidido remodelar el escudo de la Universidad privándola de la 
imagen de la Virgen María, un grupo de profesores y de estu-
diantes impugnó tal resolución, obteniendo un juicio favorable en 
los tribunales ordinarios. El Tribunal Constitucional revocaría ese 
18. Vid. infra, epígrafe m.1 de este trabajo. 
19. STC 130/1991,6 junio 1991. 
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juicio, sosteniendo que las autoridades universitarias eran libres 
para modificar los emblemas que representan pública y ofi-
cialmente a la Universidad. El Tribunal afirmó que el respeto a la 
historia era un importante y legítimo criterio de decisión en esta 
materia, pero no era el único. En particular, la sentencia reconocía 
que el claustro universitario de Valencia había basado implíci-
tamente su resolución sobre un criterio diferente pero igualmente 
legítimo: la idea de que "es más adecuado a la lógica de un Es-
tado aconfesional un escudo universitario sin elementos de sig-
nificado religioso que con ellos"20. En su calidad de corporación 
pública dotada de autonomía -indicaba el Tribunal- la Univer-
sidad tenía libertad para decidir su posición al respecto; la 
función de los tribunales, cuando eran llamados a enjuiciar esa 
clase de conflictos, debía limitarse a verificar que las decisiones 
adoptadas por las instituciones públicas no eran contrarias a de-
recho, ni tampoco irracionales, arbitrarias o absurdas. 
Aunque el Tribunal no proporcionaba pautas de interpretación 
más precisas a ese propósito, pienso que la referencia a la historia 
es importante. En un Estado religiosamente neutral como el 
español, la utilización legítima de simbología religiosa en las 
instituciones públicas debe responder a una relación con la his-
toria de la institución de que se trate -o la historia del país-, que 
. frecuentemente tiene antiguas raíces . religiosas. En tales casos, el 
símbolo religioso resulta "secularizado" en su uso institucional, 
como un modo de mantener un vínculo con la tradición. Al con-
trario, cuando esa justificación histórica no existe, el empleo de 
signos religiosos en instituciones públicas no parece fácilmente 
compatible con la Constitución, pues transmite públicamente un 
mensaje de contenido religioso. Lo cual significaría que un Es-
tado neutral estaría protagonizando la creación ex novo de una 
20. Ibid., FJ 5. 
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tradición de naturaleza religiosa, con la consiguiente "confusión 
entre funciones religiosas y funciones estatales"21. 
2. Ceremonias religiosas en las Fuerzas Armadas 
Esa suerte de confusión de funciones parece encontrarse pre-
sente en una sentencia de 1996 relativa a la participación de las 
Fuerzas Armadas en una ceremonia religiosa22. Siguiendo una 
antigua tradición, la guarnición militar de Valencia había organi-
zado ciertos actos oficiales en honor de la Virgen de los Desam-
parados, advocación que cumplía entonces su quinto centenario, y 
que había sido designada en 1810 "Capitana Generala y Genera-
lísima de los Ejércitos"; entre dichos actos figuraba una solemne 
parada militar. Un sargento de la guarnición consideraba, por 
razones de conciencia, que · no debía participar en la ceremonia; 
por ello, siguiendo los cauces habituales, solicitó permiso para no 
asistir a la celebración. Aunque sus superiores no accedieron a su 
petición, el oficial abandonó la parada en el momento en que iban 
a rendirse honores a la Virgen. Como consecuencia, fue castigado 
con treinta días de arresto domiciliario, y además se inició un 
expediente disciplinario con vistas a imponerle otras sanciones. 
En su decisión, en Tribuq.al Constitucional reafirmaba que la 
participación en ceremonias religiosas debe ser voluntaria23, reco-
giendo así un principio reconocido implícitamente en el artículo 
21. STC 24/1982, 13 mayo 1982, FJ 1. Vid. supra, nota 16 y texto co-
rrespondiente. 
22. STC 177/1996, 1 noviembre 1996. Para un análisis crítico de esa sen-
tencia, vid. 1. MARTÍN SÁNCHEZ, "Celebración por las Fuerzas Armadas de 
festividades religiosas y principio de laicidad", en La libertad religiosa y de 
conciencia, supra, nota 1, pp. 657 ss. 
23. Pese a todo, el Tribunal no fallaría en favor del recurrente en amparo, 
considerando, en síntesis, que las sanciones injustamente impuestas al sargento 
por sus superiores no podían ser calificadas como comportamiento delictivo. 
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16 CE24 y explícitamente en el artículo 2 de la Ley Orgánica de 
Libertad Religiosa de 198025. En cambio, el Tribunal no parecía 
encontrar objeción alguna a que el Ejército organizara una cere-
monia religiosa oficial. Al contrario, después de recordar su 
precedente doctrina sobre la neutralidad estatal, el Tribunal justi-
ficaba la actuación de las autoridades militares con un razona-
miento no exento de aspectos enigmáticos e incluso contradic-
torios. Así, después de referirse a los actos militares en honor de 
la Virgen como "actos convocados y organizados por la autoridad 
militar y de inequívoco contenido religioso", el Tribunal añadía: 
"No se trataba, pues, de actos de naturaleza religiosa con parti-
cipación militar, sino de actos militares destinados a la celebra-
ción, por personal militar, de una festividad religiosa". Y todavía, 
sorprendentemente, la sentencia indicaba que "el arto 16.3 CE no 
impide a las Fuerzas Armadas la celebración de festividades reli-
giosas o la participación en ceremonias de esa naturaleza"26. 
La interpretación del principio de neutralidad efectuada por el 
Tribunal en este caso no resulta, a mi entender, satisfactoria. Es 
verdad que el Tribunal reconocía el derecho del sargento recu-
rrente a la libertad de culto -que naturalmente incluye la libertad 
de no dar culto-, pero no advertía que la tradición histórica no 
puede justificar cualquier actuación estatal, especialmente en rela-
'ción con los principios constitucionales. Por lo que se refiere al 
supuesto enjuiciado, es indudable que los principios constitu-
cionales permiten, e incluso requieren, que el Estado adopte me-
didas encaminadas a facilitar el ejercicio de la libertad religiosa 
24. La libertad de culto consagrada en el arto 16 CE implica naturalmente 
la libertad de no dar culto. 
25. El artículo 2.1.b) LOLR establece: "1. La libertad religiosa y de culto 
garantizada por la Constitución comprende, con la consiguiente inmunidad de 
coacción, el derecho de toda persona a: ... b) Practicar los actos de culto y 
recibir asistencia religiosa de su propia confesión; ... y no ser obligado a prac-
ticar actos de culto o .a recibir asistencia religiosa contraria a sus convicciones 
personales" . 
26. STC 177/1996, FJ 10. 
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por parte del personal militar27. Pero eso es muy diferente de que 
el Ejército se involucre institucionalmente en la organización de 
ceremonias religiosas dirigidas al culto de una determinada 
advocación mariana. Aunque ese tipo de prácticas estén ancladas 
en una antigua tradición, parecen menos compatibles con el 
principio de neutralidad estatal que -como vimos en la sentencia 
anteriormente citada- el simple mantenimiento de un símbolo 
religioso en un emblema universitario que evoca el origen de la 
institución en un periodo en que la mayoría de las Universidades 
europeas eran de fundación eclesiástica. 
3. Privilegios en materia de arrendamientos urbanos 
Una interpretación más adecuada del principio de neutralidad 
fue propuesta por nuestro Tribunal Constitucional en una sen-
tencia de 199328 que declaraba la inconstitucionalidad de una 
provisión de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964, por la 
cual se concedían a la Iglesia católica ciertos privilegios como 
parte arrendadora, equiparables a los de las corporaciones pú-
blicas. De acuerdo con la antigua LAU, en los casos de prórroga 
forzosa el arrendatario tenía el derecho de extender la vigencia de 
su contrato a menos que el arrendador pudiera justificar que tenía 
necesidad de ocupar el inmueble para su uso personal o el de un 
pariente próximo bajo su dependencia. Sin embargo, el arto 76.1 
de la misma ley confería privilegios especiales a ciertas institu-
ciones. En concreto, "el Estado, la Provincia, el Municipio, la 
Iglesia Católica y las Corporaciones de derecho público" estaban 
27. ASÍ, el arto 2.3 LOLR establece: "Para la aplicación real y efectiva de 
estos derechos, los poderes públicos adoptarán las medidas necesarias para 
facilitar la asistencia religiosa en los establecimientos públicos, militares, hos-
pitalarios, asistenciales, penitenciarios y otros bajo su dependencia, así como la 
formación religiosa en centros docentes públicos". 
28. STC 340/1993, 16 noviembre 1993. 
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exentos de justificar la necesidad de "ocupar sus propias fincas 
para establecer sus oficinas o servicios". Debe advertirse, en todo 
caso, que la LAU de 1964 fue promulgada cuando el Estado espa-
ñol era confesionalmente católico y el Concordato de 1953 con la 
Santa Sede estaba en vigor. 
El Tribunal declaró inconstitucional aquella parte del citado 
precepto mediante la cual se concedían a la Iglesia católica privi-
legios análogos a los de las corporaciones de derecho público, 
que la situaban en una posición jurídica sustancialmente distinta, 
y superior, a la de otras personas físicas o jurídicas, incluidas las 
confesiones religiosas no católicas. Ese tratamiento jurídico espe-
cialmente favorable no poseía, en el nuevo contexto constitu-
cional, una justificación proporcionada y razonable. Si el privi-
legio eclesiástico -añadía el Tribunal- podía resultar lógico en el 
contexto de un Estado confesional, no sucede lo mismo en un 
Estado que ha rehusado expresamente establecer una religión 
oficial y ha adoptado la neutralidad en materia religiosa como 
uno de sus principios fundamentales29. 
En todo caso, los efectos de este sentencia del Tribunal Cons-
titucional serían limitados, pues la Ley de Arrendamientos 
Urbanos de 1964 fue sustituida por otra ley del mismo nombre en 
1994. En esta última se ha reducido notablemente el tiempo de 
prórroga forzosa del contrat030, y se han abolido los privilegios 
que anteriormente disfrutaban al respecto las corporaciones 
públicas31 . 
29. Vid. STC 340/1993, FJ 4. 
30. El tiempo de prórroga forzosa ha sido ahora reducido a los primeros 
cinco años del contrato de arrendamiento (en la antigua LAU era por tiempo 
ilimitado). . 
31. Significativamente, ésa era la solución propuesta en el voto particular 
del magistrado José Gabaldón a la STC 340/1993. 
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III. LA POSICIÓN JURÍDICA DE LAS CONFESIONES RELIGIOSAS 
El principio constitucional de cooperación, naturalmente, 
desempeña una importante función en la definición de la posición 
jurídica de las confesiones religiosas en España. Esa ·posición 
jurídica se determina, en sus líneas esenciales, en la Ley Orgánica 
de Libertad Religiosa, especialmente en sus artículos 4-8. Espe-
cial interés posee el artículo 7 LOLR, por el que se creaba un 
cauce específico para materializar la cooperación estatal: los 
acuerdos o convenios entre el Estado y las iglesias o comunidades 
religiosas32. Introducidos en el derecho español con la finalidad 
de establecer una figura paralela a los concordatos con la Santa 
Sede, estos acuerdos de cooperación han extendido a ciertas reli-
giones socialmente influyentes algunos de los beneficios tradi-
cionalmente concedidos a la Iglesia católica. 
Cuando comenzó la transición española hacia la democracia, 
no parecía deseable -y tal vez · ni siquiera viable- eliminar las 
relaciones bilaterales entre la Iglesia católica y el Estado español, 
que desde tiempos antiguos se habían concretado en la celebra-
ción de concordatos. Por consiguiente, los principios de igualdad 
y neutralidad aconsejaban que se desarrollara una institución aná-
loga, poniéndola al alcance de aquellas confesiones no católicas 
que hubieran adquirido "notorio arraigo" en la sociedad espa-
32. El artículo 7 LOLR establece: "1. El Estado, teniendo en cuenta las 
creencias religiosas existentes en la sociedad española, establecerá, en su caso, 
Acuerdos o Convenios de cooperación con las Iglesias, Confesiones y Comu-
nidades religiosas inscritas en el Registro que por su ámbito y número de 
creyentes hayan alcanzado notorio arraigo en España. En todo caso, estos 
Acuerdos se aprobarán por Ley de las Cortes Generales.- 2. En los Acuerdos o 
Convenios, y respetando siempre el principio de igualdad, se podrá extender a 
dichas Iglesias, Confesiones y Comunidades los beneficios fiscales previstos en 
el ordenamiento jurídico general para las Entidades sin fin de lucro y demás de 
carácter benéfico". 
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ñola33. La doctrina jurídica española ha discutido ampliamente 
sobre la precisa naturaleza jurídica de los convenios de coope-
ración creados por la LOLR. Entre los diversos puntos de discre-
pancia hay, sin embargo, dos importantes aspectos en los que 
existe una coincidencia casi unánime. Primero, dichos acuerdos 
de cooperación difieren de los concordatos en que no pueden ser 
considerados análogos a tratados internacionales. Segundo, los 
acuerdos no constituyen por sí mismos una nueva fuente del dere-
cho en el ordenamiento español, pues sólo adquieren fuerza de 
obligar cuando han sido aprobados por una ley ad hoc de las 
Cortes Generales. 
Hasta el momento, como se sabe, el Estado español ha con-
cluido tres acuerdos de cooperación, en 1992, con tres federa-
ciones de iglesias evangélicas, comunidades israelitas y comuni-
dades islámicas, respectivamente34. La consecuencia ha sido que 
estas tres federaciones disfrutan, junto con la Iglesia católica, de 
un estatuto jurídico específico que es sensiblemente más favo-
rable que el de las restantes confesiones religiosas. Este hecho ha 
suscitado en la doctrina distintas cuestiones relativas a la inter-
pretación del principio de igualdad. Por el momento, el Tribunal 
Constitucional no ha tenido ocasión de pronunciarse respecto a 
los beneficios concedidos a las religiones no católicas incluidas 
en el vigente sistema de acuerdos de cooperación. Sí ha decidido, 
en cambio, algunos casos en los que se enjuiciaba la legitimidad 
constitucional del estatuto jurídico de la Iglesia católica. A conti-
nuación mencionaré los casos principales, para hacer más tarde 
referencia a otras decisiones sobre la posición jurídica de los 
llamados "nuevos movimientos religiosos". 
33. Vid. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, Separatismo y c;ooperación, cit. supra, 
nota 10, pp. 20 ss. 
34. Vid. supra, nota 10. 
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1. La Iglesia católica y el principio de igualdad 
Como dije, los concordatos con la Santa Sede tienen una larga 
historia en España35, y suele admitirse que su naturaleza jurídica 
,es análoga a la de los tratados intemacionales36. Durante el ré-
gimen del general Franco, las relaciones Iglesia-Estado eran regu-
ladas por un concordato firmado en 195337, que fue sustituido en 
1979 por· un conjunto de cuatro acuerdos -que de hecho cons-
tituyen un concordat03L. El propósito declarado del nuevo sis-
tema concordatario era preservar, en aplicación del principio de 
cooperación, aquella parte del estatuto jurídico-civil de la Iglesia 
católica que fuera considerada compatible con el resto de los prin-
cipios consagrados por la Constitución recién promulgada. 
35. Para la historia de las relaciones entre el Estado español y la Iglesia 
católica, me remito a las obras de P. LOMBARDÍA y J. M. CUENCA citadas 
supra nota 4, donde pueden encontrarse ulteriores referencias bibliográficas. 
36. En relación con la analogía entre la naturaleza jurídica de los con-
cordatos y los tratados internacionales, vid. la clásica obra de H. WAGNON, 
Concordats et droit international, Gembloux 1935. Vid. también R. NAVARRO-
V ALLS, "Convergencia concordataria e internacionalista en el «accord-
normatif»", en lus Canonicum, 5 (1965), pp. 141 ss. 
37. El Concordato de 1953 reemplazó al de 1851, que había sido consi-
derado como no vigente desde el inicio de la Segunda República, pues sus 
disposiciones fueron reiteradamente infringidas por la Constitución de 1931 así 
como por la ulterior legislación y praxis política en materia religiosa. Un 
concordato anterior había sido firmado en 1753, y todavía otros dos, de menor 
importancia, en 1717 y 1737. Durante los años de la Segunda República exis-
tieron tentativas de negociación de un nuevo concordato, pero la inflexibilidad 
de ambas partes en algunos aspectos de las nuevas relaciones Iglesia-Estado 
hicieron inviable la iniciativa. Vid., a este propósito, el reciente y documentado 
trabajo de J. M. V ÁZQUEZ GARCÍA-PEÑUELA, El intento concordatario de la 
Segunda República, Madrid 1999. 
38. Vid. 1. FORNÉS, El nuevo sistema concordatario español, Pamplona 
1980. Los cuatro acuerdos firmados el 3 de enero de 1979 son: Acuerdo sobre 
Asuntos Jurídicos, Acuerdo sobre Asuntos Económicos, Acuerdo sobre Ense-
ñanza y Asuntos Culturales, y Acuerdo sobre Asistencia Religiosa a las 
Fuerzas Armadas y Servicio Militar de Clérigos y Religiosos. 
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No obstante, ese objetivo teórico encontraba algunos pro-
blemas evidentes. Los Acuerdos de 1979 habían sido negociados 
antes de que se concluyera la redacción definitiva del texto cons-
. titucional, y fueron firmados apenas unos días después de que la 
Constitución hubiera sido promulgada39. España no tenía enton-
ces una tradición de respeto de la libertad religiosa (como de la 
mayoría de las libertades públicas), y ni la jurisprudencia ni la 
doctrina habían tenido tiempo de desarrollar una interpretación de 
los nuevos principios constitucionales en materia de relaciones 
entre Estado y confesiones religiosas. Estando tartpróximos en el 
tiempo los Acuerdos con la Santa Sede y la Constitución, era 
ciertamente difícil -y quizá imposible- apreciar la precisa mag-
nitud de tales principios constitucionales y el profundo cambio 
que estaban destinados a producir en el derecho español4o. Esa 
circunstancia puede explicar que algunas de las estipulaciones de 
los Acuerdos de 1979 hayan sido hasta hoy una continua fuente 
de tensión política41 . 
a) Efectos civiles del matrimonio canónico 
Una de las más típicas y tradicionales manifestaciones de coo-
peración estatal con la Iglesia católica se refiere al reconoci-
miento de efectos civiles del matrimonio celebrado según las 
normas del derecho canónico. Según lo dispuesto en los Acuerdos 
39. La Constitución española, aprobada por referéndum popular el 6 de 
diciembre de 1978, fue promulgada el 27 de diciembre del mismo año. Los 
Acuerdos con la Santa Sede fueron firmados el 3 de enero de 1979. 
40. Vid. P. LOMBARDÍA, "El concepto actual de Derecho eclesiástico y 
su marco constitucional", en Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado, 1 
(1985), p. 648. 
41. Por ejemplo, las normas relativas a la enseñanza de la religión católica 
en los centros educativos públicos, los efectos civiles del matrimonio canónico, 
la asistencia religiosa católica al Ejército, o la ayuda económica del Estado a la 
Iglesia católica. 
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de 197942 Y en el Código Civil tras su reforma en julio de 198143, 
tales matrimonios producirán plenos efectos civiles una vez 
inscritos en el Registro Civil. 
En líneas generales, sin embargo, el matrimonio canónico se 
encuentra ahora sujeto a un régimen jurídico civil menos privi-
legiado que en épocas anteriores44. Al contrario de lo que sucedía 
anteriormente, los tribunales eclesiásticos ya no tienen jurisdic-
ción exclusiva sobre los matrimonios canónicos. No obstante, las 
sentencias eclesiásticas que declaran la nulidad de un matrimonio, 
así como las disoluciones pontificias de matrimonios no consu-
mados, pueden tener efectos civiles una vez que hayan sido reco-
nocidas como ejecutables por los tribunales civiles, que poseen 
un cierto margen de · discrecionalidad al respecto y proceden de 
manera análoga a cuando otorgan el exequatur de sentencias de 
tribunales extranjeros45 . En todo caso, al igual que ocurre en el 
42. Cfr. Acuerdo sobre Asuntos Jurídicos entre la Santa Sede y el Estado 
español, arto VI. 
43. Cfr. arts. 59-60 Ce. 
44. Antes de 1978, el derecho civil español dejaba la regulación del 
matrimonio de los católicos enteramente en manos del derecho canónico. A 
tenor de las disposiciones del Código Civil y del Concordato de 1953, el ma-
trimonio canónico no sólo producía plenos efectos civiles, sino que constituía 
la única clase de matrimonio que podían contraer válidamente en derecho espa-
ñol los bautizados en la Iglesia católica. La vía del matrimonio civil quedaba 
abierta solamente a los no católicos y a los católicos que hubieran declarado 
formalmente que no profesaban la religión católica. La jurisdicción para 
enjuiciar la nulidad de un matrimonio celebrado canónicamente pertenecía 
exclusivamente a los tribunales eclesiásticos, cuyas decisiones eran inmediata-
mente ejecutables en la jurisdicción civil. Además, antes de la reforma del 
Código Civil en 1981, ni los matrimonios canónicos ni los civiles podían 
finalizar mediante el divorcio, que era un remedio disolutorio inexistente en 
derecho español. Para una sintética descripción de la evolución histórica del 
sistema matrimonial español, con ulteriores citas bibliográficas, vid. M. LÓPEZ 
ALARCÓN Y R. NAVARRO-V ALLS, Curso de Derecho matrimonial canónico y 
concordado (6" ed.), Madrid 2001, pp. 38 ss. Y 500 ss. 
45. El art. 778 de la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil (que entró en vigor 
el 8 de enero de 2001) ha aumentado la discrecionalidad de los jueces para 
conceder o denegar el reconocimiento de efectos civiles de las decisiones ecle~ 
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ordenamiento italiano, los concretos perfiles del sistema matri-
monial español son complejos y todavía hoy, veinte años después 
de haber sido diseñado por el legislador, suscitan no pocos inte-
rrogantes46. 
El Tribunal Constitucional ha decidido diversos casos relativos 
a los efectos civiles del matrimonio canónico, la mayoría de los 
cuales se refieren a cuestiones técnicas del sistema matrimonial 
español que exceden el objetivo de este trabaj0 47. Vale la pena 
indicar, sin embargo, que el Tribunal nunca ha cuestionado la 
constitucionalidad del tratamiento jurídico especialmente favora-
ble que recibe el matrimonio canónico en derecho español cuando 
se lo compara con el proporcionado a los matrimonios religiosos 
siásticas relativas a la nulidad o disolución de matrimonios. Según la ley ante-
rior, y de acuerdo con la interpretación del Tribunal Constitucional español, 
los tribunales civiles debían denegar dicho reconocimiento de efectos civiles 
cuando una de las partes del matrimonio formulaba una oposición fundada al 
respecto. Vid. STC 328/1993, 8 noviembre 1993. 
46. Para una interesante y concisa exposición crítica del vigente sistema 
matrimonial español, con abundantes referencias bibliográficas, vid. M. LÓPEZ 
ALARCÓN y R. NAVARRO-VALLS, Curso de Derecho matrimonial canónico y 
concordado, cit. supra, nota 44, pp. 42 ss., 445 ss. y 508 ss. Los particulares 
efectos jurídicos que el sistema matrimonial español, como el italiano y el por-
tugués, otorgan al matrimonio canónico han determinado que el Reglamento 
1347/2000 del Consejo de la Unión Europea, 29 mayo 2000, arto 40, proyecte 
en los países comunitarios la eficacia civil de las sentencias eclesiásticas de 
nulidad matrimonial reconocidas por la jurisdicción civil de esos tres países 
(vid. al respecto R. RODRÍGUEZ CHACÓN, "El reconocimiento en la Unión 
Europea de la opción religiosa en el tratamiento procesal de las crisis matri-
moniales", en Proyección nacional e internacional de la libertad religiosa (ed. 
por A. de la Hera y R. M. Martínez de Codes), Madrid 2001, pp. 133-218. 
47. Algunos de esos casos se referían a las disposiciones transitorias del 
Acuerdo sobre Asuntos Jurídicos de 1979 relativas a aquellos procesos que ha-
bían sido iniciados ante los tribunales eclesiásticos bajo el Concordato de 1953 
y que se encontraban todavía pendientes en aquel momento. Las decisiones del 
Tribunal Constitucional sobre matrimonio canónico anteriores a 1991 son ana-
lizadas por R. RODRÍGUEZ CHACÓN, El factor religioso, cit. supra, nota 1, 
pp. 77-85. Desde 1991, las sentencias más relevantes son: STC 328/1993, 8 
noviembre 1993 y STC 6/1997, 13 enero 1997. 
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no católicos, que se encuentran en una posición jurídica cierta-
mente inferior. Desde la aprobación de los acuerdos de 1992, la 
forma de celebración de los matrimonios evangélicos, judíos e 
islámicos produce efectos civiles en España, pero las decisiones 
sobre nulidad o disolución de matrimonios adoptadas por los res-
pectivos tribunales religiosos carecen de eficacia civi148. Por otra 
parte, el derecho español no reconoce, de momento, la validez 
civil de ninguna otra celebración religiosa de matrimonio, pese a 
las previsiones de los artÍCulos 59 y 60 del Código Civil. La 
doctrina ha justificado habitualmente este diferente tratamiento 
jurídico aludiendo a la abrumadora mayoría católica de la pobla-
ción española, y también a que el derecho matrimonial canónico, 
y la respectiva jurisprudencia, tienen una cohesión y uniformidad 
notablemente superior al derecho matrimonial de otras reli-
giones49. Hasta la fecha, el Tribunal Constitucional no se ha pro-
nunciado sobre este extremo, asumiendo que la concesión de 
efectos Civiles al matrimonio canónico se encuentra regulada por 
48. Cfr. art. 7 de los tres Acuerdos entre el Estado español y las federa-
ciones evangélica, israelita e islámica. Además, los matrimonios religiosos no 
católicos necesitan seguir un expediente administrativo previo, del que están 
exentos los matrimonios canónicos; vid., sobre los problemas jurídicos que 
dicho expediente plantea, M. LÓPEZ ALARCÓN, "El certificado de capacidad 
matrimonial", en Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado, 8 (1992), 
pp. 177 ss. La cuestión, en todo caso, no es tan simple como parece a primera 
vista, pues la experiencia comparada muestra que, de una u otra manera, la 
regulación religiosa de los matrimonios termina por tener alguna eficacia civil 
incluso en aquellos ordenamientos que no otorgan relevancia alguna a la juris-
dicción religiosa (vid. R. NA V ARRO-V ALLS, "Matrimonio, familia y libertad 
religiosa", en AA.VV., La libertad religiosa. Memoria del IX Congreso In-
ternacional de Derecho Canónico, México 1996, pp. 203 ss.). 
49. Parte de la doctrina, sin embargo, afirmó en su día la conveniencia de 
que el Estado hubiera reconocido la eficacia civil de las normas confesionales 
sobre capacidad, forma y causas de nulidad del matrimonio, siempre que no 
estuvieran en abierta oposición con el orden público: vid. J. OTADUY, "Los 
proyectos de acuerdo de cooperación con las iglesias evangélicas y las comu-
nidades israelitas", en Quaderni di diritto e politica ecclesiastica (1991/92-2), 
p. 151. 
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los Acuerdos de 1979, que tienen rango de tratado internacional y 
cuya constitucionalidad nunca ha sido impugnada. 
b) Asistencia religiosa a las Fuerzas Armadas 
El actual sistema de asistencia religiosa católica a las Fuerzas 
Armadas también ha suscitado algunas cuestiones en relación con 
los principios constitucionales, pero en esta ocasión el Tribunal 
Constitucional ha sido llamado a pronunciarse al respecto. En 
España, desde tiempos antiguos, la asistencia católica está a cargo 
de un específico cuerpo eclesiástico cuyos miembros están inte-
grados orgánicamente en la estructura jerárquica del Ejército50. 
Actualmente, los Acuerdos de 197951 y algunas leyes del Estado 
regulan esta materia52. 
En 1982, un grupo de sesenta y nueve diputados impugnaron 
la constitucionalidad del sistema de asistencia religiosa en el 
Ejército, argumentando que violaba el principio constitucional de 
neutralidad, pues, según ellos, un Estado neutral no puede orga-
nizar un sistema de asistencia religiosa en el que se atribuye a los 
ministros de culto la condición de funcionarios públicos53 . El 
50. Vid., sobre la evolución de la jurisdicción castrense en España, A. 
MOSTAZA, "Acuerdo entre el Estado español y la Santa Sede sobre la asis-
tencia religiosa a las Fuerzas Armadas y servicio militar de clérigos y reli-
giosos, de 3 de enero de 1979", en Ius Canonicum, 19 (1979), pp. 344 ss.; 
G. MORÁN, "Evolución, análisis y consideraciones jurídicas sobre la asistencia 
religiosa en las fuerzas armadas. De una tradición multisecular a su regulación 
vigente", en Revista Española de Derecho Militar, 51(1991), pp. 101 ss. 
51. En concreto, el Acuerdo sobre asistencia religiosa a las Fuerzas Ar-
madas y servicio militar de clérigos y religiosos. 
52. Para un estudio detallado de la asistencia religiosa católica al Ejército, 
vid. 1. M. CONTRERAS, El régimen jurídico de la asistet:tcia religiosa, cito 
supra, nota 15, pp. 398-500. 
53. El recurso de inconstitucionalidad fue decidido por la STC 24/1982, 13 
mayo 1982. El antecedente 2° contiene una detallada explicación de los argu-
mentos de los recurrentes. 
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grupo de diputados dirigía su recurso de inconstitucionalidad, 
concretamente, contra una disposición de 1981 que regulaba los 
tiempos necesarios para el ascenso al grado militar superior, y 
que incluía una referencia al cuerpo eclesiástico castrense54. 
El Tribunal Constitucional indicaba en su sentencia que, por 
razones de congruencia, no podía pronunciarse en relación con la 
alegada inconstitucionalidad del entero sistema de asistencia reli-
giosa diseñado por los Acuerdos de 1979 con la Santa Sede55. 
No obstante, el Tribunal parecía aceptar implícitamente la argu-
mentación del abogado del Estado, quien sostenía la constitu-
cionalidad del sistema porque las Cortes tenían autoridad para 
determinar la estructura específica del servicio de asistencia reli-
giosa a las Fuerzas Armadas. A ese propósito, el sistema vigente 
de integración orgánica del clero católico en el Ejército era una de 
las opciones legítimas en manos del legislador. 
Además, el Tribunal hacía notar que proporcionar asistencia 
religiosa católica era un modo de facilitar el ejercicio individual 
de libertad religiosa de los militares, y que el sistema actualmente 
en vigor no contradecía el principio de igualdad en la medida en 
que los seguidores de otras religiones tuvieran oportunidad de 
54. En concreto, contra la Ley 48/1981, 24 diciembre 1981, sobre clasi-
ficación de mandos y regulación de ascensos en régimen ordinario para . los 
militares de carrera, artículo 9.4. 
55. El Tribunal afirmaba que "una obvia razón de congruencia impone un 
ajuste entre la impugnación y el contenido de la disposición impugnada" (FJ 2). 
Tal congruencia -añadía el Tribunal- no existía en este caso, pues la dispo-
sición impugnada se limitaba a regular los ascensos y el tiempo de efectividad 
exigidos en cada empleo para poder ascender al superior, incluyendo una 
referencia a los miembros del cuerpo eclesiástico castrense. Los recurrentes no 
podían, por tanto, impugnar la constitucionalidad del entero sistema de asis-
tencia religiosa sobre esa base. En palabras del Tribunal, "el recurso de incons-
titucionalidad no lo establecen la Constitución y la Ley Orgánica del Tribunal 
como una vía de impugnación que puede dirigirse de manera indiscriminada 
contra un bloque de legalidad o contra una parte del sistema normativo o del 
ordenamiento jurídico, sino que el recurso se dirige al enjuiciamiento de textos 
legales y de fórmulas legislativas determinados" (FJ 2). 
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recibir su propia asistencia religiosa mediante los cauces apro-
piados: 
"El hecho de que el Estado preste asistencia religiosa católica a los 
individuos de las Fuerzas Armadas no sólo no determina lesión 
constitucional, sino que ofrece, por el contrario, la posibilidad de hacer 
efectivo el derecho al culto de los individuos y comunidades. No padece 
el derecho a la libertad religiosa o de culto, toda vez que los ciudadanos 
miembros de las susodichas Fuerzas son libres para aceptar o rechazar 
la prestación que se les ofrece; y hay que entender que asimismo tam-
poco se lesiona el derecho a la igualdad, pues por el mero hecho de la 
prestación en favor de los católicos no queda excluida la asistencia reli-
giosa a los miembros de otras confesiones, en la medida y proporción 
adecuadas, que éstos puedan reclamar fundamentalmente, de suerte que 
el Estado que desoyera los requerimientos en tal sentido hechos incidiría 
en la eventual violación analizada"56. 
c) Enseñanza religiosa en los centros educativos públicos 
La enseñanza de la religión católica en los colegios públicos 
constituye otro ejemplo tradicional de cooperación del Estado con 
la Iglesia católica, que data de los tiempos de confesionalidad 
estatal57. Los Acuerdos de 1979 mantuvieron la obligación del 
Estado de proporcionar enseñanza religiosa católica en los centros 
públicos de educación preuniversitaria, y en las escuelas universi-
tarias de formación del profesorad058. La asistencia de los alum-
nos a esas clases es voluntaria, pero los centros deben incluir 
necesariamente esa materia en los planes de estudio, "en condi-
ciones equiparables a las demás disciplinas fundamentales"59. 
Los profesores de religión católica son designados por las auto-
56. FJ 4. 
57. Vid. 1. ESCRIV Á IVARS, "La enseñanza de la 'religión y de la moral 
católicas' en el sistema educativo español", en Anuario de Derecho Eclesiás-
tico del Estado, 4 (1988), pp. 210 ss. 
58. Vid. Acuerdo sobre enseñanza y asuntos culturales, arts. I-VII. 
59. Ibid., arts. 11 y IV. 
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ridades académicas de entre los habilitados a tal efecto por las 
autoridades eclesiásticas (los ordinarios diocesanos, en concreto), 
y su retribución corre a cargo de los fondos públicos. 
A veces se ha afirmado que ese sistema no es el más apropiado 
desde la perspectiva de los principios de igualdad y neutralidad6o, 
y que debería ser sustituido por un sistema equivalente al de la 
enseñanza de otras religiones, de manera que, como parte normal 
del plan de estudios, los alumnos puedan escoger voluntariamente 
entre diversas clases de enseñanza religiosa, sin que ninguna de 
ellas tenga carácter de "disciplina fundamental"61. En todo caso, 
60. Para una descripción pormenorizada de las diferentes posiciones de la 
doctrina española y de la jurisprudencia del Tribunal Supremo en relación con 
el sistema de enseñanza religiosa católica en la escuela pública, vid. D .. 
GARCÍA-PARDO, La libertad de enseñanza en la jurisprudencia del tribunal 
supremo, Madrid 1998, pp. 260 ss. 
61. La legislación española post-constitucional introdujo gradualmente, 
desde 1980, la enseñanza de religiones no católicas en la escuela pública, a 
demanda de los alumnos interesados. Sin embargo, La Ley Orgánica 1/1990, 
de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo (LOGSE) 
estableció que este aspecto de la cooperación estatal habría de ser regulado por 
los acuerdos del Estado con las confesiones religiosas (disposición adicional 
2a). El efecto inmediato de esa estipulación fue que, después de diez años, las 
religiones no católicas quedaron privadas de la posibilidad de proporcionar la 
enseñanza de su doctrina en los colegios públicos, pues, dejando aparte los 
Acuerdos de 1979 con la Santa Sede, el Estado no había concluido todavía 
ningún otro acuerdo de cooperación con una confesión religiosa. En noviembre 
de 1992, el art. 10 de los tres acuerdos con las federaciones evangélica, israelita 
e islámica, respectivamente, garantizaba que la enseñanza de esas religiones 
podía ser llevada a cabo en los centros públicos y en los centros privados 
concertados (que reciben una importante subvención estatal). Pese a todo, estos 
acuerdos de cooperación no han dado una solución satisfactoria para todas las 
confesiones religiosas. Por ejemplo, como la Iglesia mormona no pertenece a la 
federación evangélica, y está en consecuencia fuera del sistema de acuerdos de 
1992, su doctrina religiosa no puede ser incluida en los centros públicos o 
privados concertados; lo cual resulta paradójico si se piensa que la doctrina de 
esa iglesia había sido la primera religión no católica en ser incorporada a los 
curricula de los colegios públicos -en los años 1980-, en virtud de ciertas 
órdenes ministeriales del Ministerio de Educación. Vid. al respecto, entre otros, 
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el Tribunal Constitucional nunca ha apreciado inconstitucio-
nalidad alguna en el sistema concordado de enseñanza religiosa 
católica, pese a que este aspecto de las relaciones entre Iglesia 
católica y Estado ha sido una fuente de tensiones políticas desde 
hace ya abundantes años. Por su parte, las autoridades eclesiás-
ticas españolas han permanecido firmes en exigir el cumplimiento 
de lo pactado en 1979, recurriendo a los tribunales cuando lo han 
considerado necesari062. 
En este contexto, el Tribunal Constitucional ha pronunciado 
dos importantes sentencias relativas a la enseñanza de la "Teo-
logía y Pedagogía de la Religión y Moral Católicas", según lo 
establecido en los Acuerdos de 1979, en la Escuela de Formación 
de Profesorado de la Universidad Autónoma de Madrid. 
En la primera de esas sentencias, en 199163, el Tribunal 
mantuvo la constitucionalidad, y el carácter vinculante para la 
universidad, de las disposiciones del Acuerdo de 1979 sobre 
Enseñanza y Asuntos Culturales en materia de enseñanza de la 
religión católica. Al reformar el plan de estudios de la Escuela de 
Formación de Profesorado, las autoridades universitarias, ale-
gando su autonomía reconocida por la ley, habían rehusado 
incluir la enseñanza de la religión católica como una materia 
optativa. El Tribunal afirmó, a ese propósito, que el marco con-
cordatario de 1979 tenía carácter de tratado internacional legíti-
mamente suscrito por el gobierno y aprobado por el legislativo, y 
constituía una necesaria limitación de la autonomía universitaria. 
Las autoridades universitarias, en consecuencia, estaban obli-
gadas a incluir la enseñanza religiosa católica como asignatura 
J. MANTECÓN, "L'enseignement de la religion dans l'école publique espag-
nole", en Revue générale de droit, 30 (1999/2000), pp. 284-285 Y 294-295. 
62. Para un análisis reciente de los diferentes problemas que se derivan 
de la relación entre libertad de religión y libertad de enseñanza en España, vid. 
P. LORENZO, Libertad religiosa y enseñanza en la Constitución, Madrid 2001; 
J. M. MARTi, "Factor religioso y enseñanza en España", en Anuario de 
Derecho Eclesiástico del Estado, 16 (2000), pp. 399 ss. 
63. STC 187/1991 , 3 octubre 1991. 
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optativa en el curriculum de la escuela. Además, el Tribunal aña-
día que dicha obligación estaba en consonancia con el artículo 
27.3 de la Constitución, que reconoce el derecho de los padres a 
garantizar que sus hijos reciben una enseñanza religiosa y moral 
conforme con sus convicciones: de ahí que resultaba razonable 
que los futuros maestros interesados en enseñar religión católica 
tuvieran la oportunidad de recibir la instrucción apropiada en la 
escuela universitaria que era responsable de su formación profe-
sional. 
La otra sentencia, de 199764, también fue favorable a la Iglesia 
católica. Después de que la anterior decisión del Tribunal Cons-
titucional obligara a la Universidad Autónoma de Madrid a 
ofrecer la asignatura optativa de religión católica, se asignó a esa 
materia sólo un reducido número de créditos. Las autoridades 
eclesiásticas acudieron a los tribunales de nuevo, y obtuvieron un 
juicio a su favor. En amparo, el Tribunal Constitucional dio 
también la razón a la Iglesia católica, aceptando el razonamiento 
de los tribunales inferiores. Afirmaba el Tribunal que, si bien la 
universidad gozaba de autonomía para decidir el número de 
créditos docentes atribuidos a los cursos de religión catóiica, el 
Acuerdo de 1979 exigía atribuir esos créditos en proporción ade-
cuada a los de otras "disciplinas fundamentales". Así las cosas, el 
Tribunal entendía que conceder únicamente cuatro créditos a la 
materia de religión católica era claramente desproporcionado en 
comparación con otras asignaturas fundamentales como artes 
plásticas y música, que tenían 18 y 24 créditos, respectivamente. 
Debe hacerse notar, no obstante, que, según la jurisprudencia 
constitucional, la norma que impone a los centros públicos ofertar 
cursos de religión católica "en condiciones equiparables a las 
demás disciplinas fundamentales"65 no implica que los profesores 
de religión deban recibir exactamente el mismo tratamiento jurí-
64. STC 155/1987,29 septiembre 1997. 
65. Arts. 11 y IV del Acuerdo de 1979 sobre Enseñanza y Asuntos Cultu-
rales, entre el Estado español y la Santa Sede. 
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dico que los profesores de otras materias. De hecho, la situación 
jurídica de los profesores de religión católica es diferente en dos 
aspectos. Primero, su remuneración es la misma que la de los 
profesores interinos, que es inferior a la de los profesores perma-
nentes ordinarios. Segundo, no pueden ser elegidos como direc-
tores de centro. Ambas diferencias han sido declaradas legítimas 
por el Tribunal Constitucional español, sobre la base de que la 
designación de los profesores de religión no es permanente, sino 
que debe ser realizada cada año a propuesta de las autoridades 
eclesiásticas. Este hecho justifica tanto que su salario sea equiva-
lente al de los profesores interinos como que no se les considere 
aptos para ser directores de centro, pues éstos son elegidos por un 
mandato de tres años66. 
d) Ayuda económica estatal 
. La Iglesia católica ha venido recibiendo ayuda económica del 
Estado español desde el proceso de desamortización que tuvo 
lugar en el siglo XIX, especialmente entre los años 1836 y 
195567. De hecho, al menos en sus comienzos, la ayuda estatal se 
concebía como una suerte de compensación por la confiscación: 
. de las propiedades eclesiásticas, que dejó a la Iglesia católica sin 
suficientes recursos como para autofinanciarse. Esa cooperación 
económica, a 10 largo del último siglo y medio, ha adoptado 
diversas formas, dependiendo del tipo de relaciones Iglesia-
Estad068. 
66. Vid. ATC 1155/1987,26 octubre 1987 (en relación con el sueldo de los 
profesores de religión) y STC 47/1990,20 marzo 1990 (relativa a la inhabilidad 
de los profesores de religión para ser elegidos directores de centro). 
67. Acerca del contexto histórico y político de la desamortización, vid. el 
clásico trabajo de F. TOMÁS Y V ALIENTE, El marco político de la desamor-
tización en España (2a ed.), Barcelona 1972. 
68. Vid. J. R. GONZÁLEZ ARMENDIA, Sistemas históricos de dotación 
del Estado español a la IRlesia español (SiRios XIX-XX), Salamanca 1990. 
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A tenor de lo dispuesto en el Acuerdo sobre Asuntos Econó-
micos de 1979, y de la posterior legislación de desarrollo, la 
Iglesia católica puede recibir esencialmente tres tipos de ayuda 
financiera del Estad069. Primero, conforme al sistema llamado de 
"asignación tributaria", los ciudadanos españoles tienen la posi-
bilidad de destinar un pequeño porcentaje de su impuesto sobre 
la renta -poco más del 0,5 %- a la Iglesia católica. Segundo, 
las instituciones eclesiásticas se encuentran exentas del pago de 
determinados impuestos. Tercero, las donaciones realizadas a la 
Iglesia católica por personas físicas y jurídicas son deducibles de 
la correspondiente cuota del impuesto sobre la renta o del im-
puesto de sociedades hasta un cierto porcentaje. 
Aunque este régimen de cooperación económica es más favo-
rable que el aplicado a las religiones no católicas, a estas últimas 
se las ha ido incorporando gradualmente al sistema estatal de 
beneficios económicos. Así, la asignación tributaria continúa 
siendo aplicada exclusivamente a la Iglesia católica. En cambio, 
la deducibilidad fiscal de las donaciones se ha extendido a otras 
confesiones, primero mediante los acuerdos de 1992 con las co-
munidades evangélicas, judías e islámicas 70, y después mediante 
la Ley de Fundaciones de 1994, que amplía esa ventaja fiscal a 
las donaciones realizadas a cualquier entidad legalmente consti-
tuida como fundación, sea o no religiosa71 . Además, a las confe-
siones firmantes de los acuerdos de 1992 se les concedieron 
69. Vid., para una descripción pormenorizada de este tema, M. BLANCO, 
"Cooperación del estado con las confesiones religiosas en materia económica", 
en AA.VV., Tratado de derecho eclesiástico, cit. supra, nota 11, pp. 631 ss.; 
J. CAMARASA, Régimen tributario de entidades religiosas y entidades sin 
fines de lucro, Madrid 1998. 
70. Vid. Art. 11.6 de los Acuerdos con la Federación Evangélica y con la 
Federación Israelita, y Art. 11.5 del Acuerdo con la Federación Islámica. 
71. Ley 30/1994, 24 noviembre 1994, arts. 59-68 y disposición adi-
cionaI6". 
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exenciones tributarias muy parecidas a las que disfruta la Iglesia 
católican . 
Antes de que tuvieran lugar las primeras manifestaciones de 
cooperación económica del Estado con confesiones no católicas 
en los acuerdos de 1992, una pequeña comunidad evangélica 
recurrió en amparo ante el Tribunal Constitucional, invocando el 
principio de igualdad y reclamando el derecho a obtener las mis-
mas exenciones fiscales que la Iglesia católica. El Tribunal inad-
mitió el recurso con una decisión poco razonada73, en la que 
afirmaba que las diferentes circunstancias de las dos iglesias -la 
Iglesia católica y la iglesia evangélica recurrente- justificaban un 
diverso tratamiento tributario por parte del Estado. Entre esas 
distintas circunstancias de las dos iglesias, el Tribunal se refería 
específicamente a la historia (la desamortización operada en el 
siglo XIX), los acuerdos de 1979 entre la Santa Sede y el Estado, 
y la enorme diferencia en cuanto a su aceptación social (la Co-
munidad evangélica de habla alemana de las Islas Baleares poseía 
sólo un pequeño número de fieles, mientras que la gran mayoría 
de los españoles se declaran católicos). 
Aunque las mencionadas diferencias de hecho son indudables, 
y pueden ciertamente justificar un diverso grado de cooperación 
estatal -incluida la cooperación económica-, la argumentación 
del Tribunal ofrece algunos puntos débiles. A mi entender, la 
72. Vid. Z. COMBALÍA, "Financiación de las confesiones no católicas en 
el Derecho español", en Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado, 10 
(1994), pp. 431 ss.; M. LÓPEZ ALARCÓN, Las fundaciones eclesiásticas bajo 
el nuevo régimen de la Ley 30/1994, de fundaciones e incentivos fiscales, 
Murcia 1997; M. M. MARTÍN GARCfA, Las fundaciones religiosas en el dere-
cho español: Especial referencia al derecho autonómico, Almería 1995. 
73. ATC 480/1989, 2 octubre 1989. La decisión es criticada, con argu-
mentos persuasivos, por R. RODRÍGUEZ CHACÓN, El factor religioso, cit. 
supra, nota 1, pp. 99-101. Una demanda similar, presentada ante la Comisión 
Europea de Derechos Humanos, fue declarada inadmisible por "manifiesta-
mente infundada": Iglesia Bautista "El Salvador" c. España, Dec. Adm. 
17522/90, disponible en la dirección de Internet del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos: http://www.echr.coe.int. 
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concesión de exenciones fiscales a las iglesias se justifica sobre 
todo por el carácter no lucrativo de las actividades religiosas, y no 
tanto por la historia, las relaciones bilaterales institucionalizadas 
o la importancia social. De ahí que el Tribunal hubiera debido 
preguntarse si las actividades religiosas de ambas iglesias eran de 
naturaleza análoga. En caso de respuesta afirmativa -como parece 
probable- no hubiera sido fácil para el Tribunal concluir que el 
distinto tratamiento jurídico-tributario de las dos iglesias se fun-
daba en una "justificación objetiva y razonable"74. 
e) La protección de la religión en el Código Penal 
En España, como en muchos países europeos, existe una 
antigua tradición de tutela de la religión mediante el Código 
PenaF5, que se manifiesta, entre otras cosas, en la penalización de 
la blasfemia y también del escarnio o ultraje público de una 
religión, o de sus dogmas o ritos. Mientras España fue un Estado 
confesional, las normas penales protegieron específicamente el 
catolicismo. En 1983, el Código Penal fue modificado, de manera 
74. Como es conocido, la "justificación objetiva y razonable" es el con-
cepto clave utilizado para interpretar y aplicar el principio de igualdad tanto en 
la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos como en la del Tri-
bunal Constitucional español. De acuerdo con esa doctrina, las diferencias de 
tratamiento jurídico son aceptables cuando se fundamentan en una justificación 
objetiva y razonable, y persiguen un fin legítimo a través de medios propor-
cionados. Vid. J. MARTÍNEZ-ToRRÓN, "El derecho de libertad religiosa en la 
jurisprudencia en torno al Convenio Europeo de Derechos Humanos", en Anua-
rio de Derecho Eclesiástico del Estado, 2 (1986), pp. 466 SS.; D. TIRAPU y 
A. C. PEREIRA, "Observaciones sobre la jurisprudencia constitucional en 
materia de igualdad y carácter social del Estado de Derecho", en AA. VV. , 
El principio de igualdad en la constitución española, vol. 1, Madrid 1991, 
pp. 961 ss. 
75. Sobre esta temática, vid. J. FERREIRO, Protección jurídico penal de la 
religión, La Coruña 1998; F. PÉREZ-MADRID, La tutela penal del factor 
religioso en el Derecho español, Pamplona 1995. 
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que la protección de los sentimientos religiosos de los ciudadanos 
se hiciera extensiva a todas las religiones. Significativamente, la 
correspondiente sección del Código pasó a titularse "Delitos 
contra la libertad de conciencia". 
El Tribunal Constitucional ha declarado en dos ocasiones la 
constitucionalidad de esta clase de protección de la libertad reli-
giosa. En 1984, en relación con un recurso que alegaba el prin-
cipio de igualdad, el Tribunal afirmó que penalizar la blasfemia 
"no supone un trato privilegiado para una determinada iglesia o 
confesión religiosa, ya que la idea de Dios o el concepto de lo 
sagrado no son patrimonio exclusivo de ninguna de ellas en 
particular"76. Análogamente, en 1986, el Tribunal insistió en que 
el delito de ofensa a la religión -escarnio o ultraje público- no 
contradecía el principio constitucional de neutralidad, ya que el 
artículo 209 del Código Penal había sido reformado en 1983 para 
eliminar la anterior referencia a "la religión católica o confesión 
reconocida legalmente". En consecuencia, la tutela ahora garan-
tizada por el Código Penal abarcaba todas las religiones y no 
únicamente una iglesia en particular -situación, esta última, que 
sí sería inconstitucional-o Además, el Tribunal hacía notar que un 
Estado religiosamente neutral puede emplear la norma penal para 
proteger los sentimientos religiosos de la población, pues con ello 
se persigue un objetivo legítimo: crear las condiciones adecuadas 
para el ejercicio de los derechos y libertades de los ciudadanos, en 
concreto su libertad de religión77. 
Conviene indicar, por lo demás, que el Código Penal español 
de 1995 continúa considerando actividad delictiva el escarnio o 
ultraje público de la religión, y que se castiga con las mismas 
penas las ofensas análogas a "quienes no profesen religión o 
creencia alguna"78. 
76. ATC 271/1984, 9 mayo 1984, FJ 2. 
77. Vid. ATC 180/1986, 21 febrero 1986, FJ 2. 
78. Cfr. art. 525 CP. Para un tratamiento por extenso de este tema, vid. 
1. MARTÍN SÁNCHEZ, El Derecho a la formación de la conciencia y su tutela 
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f) La enseñanza del derecho canónico en las universidades 
públicas 
En 1985, el Tribunal Constitucional resolvió un recurso atí-
pico, centrado no tanto en el principio de igualdad cuanto en el 
principio de neutralidad y su relación con la influencia del 
catolicismo en la historia de España79. 
Hasta bien entrados los aftos 1980, el plan de estudios oficial 
establecido para las facultades de Derecho -que databa de 1953-
incluía la enseñanza obligatoria del derecho canónico de la Iglesia 
católica en el segundo curso de la licenciatura80. En aquel 
entonces, la licenciatura en Derecho comprendía, en todas las 
facultades, cinco cursos anuales con un total de veinticinco 
asignaturas, todas ellas obligatorias81 . En 1983, una estudiante de 
Derecho de una universidad pública solicitó ser eximida del 
estudio de la asignatura Derecho Canónico, alegando que iba con-
tra sus convicciones religiosas e ideológicas, protegidas por el 
artÍCulo 16 de la Constitución. Las autoridades académicas deses-
timaron la petición de la alumna, y lo mismo hicieron los tribu-
nales que enjuiciaron sus ulteriores acciones judiciales. La estu-
diante interpuso finalmente recurso de amparo, pidiendo que se 
declarase inconstitucional la inclusión del derecho canónico como 
penal, Madrid 2000, pp. 247-319; A. FERNÁNDEZ-CORONADO, "El conte-
nido de la tutela de la libertad de conciencia en el Código Penal de 1995", en 
Revista del Poder Judicial, 52 (1998), pp. 135 ss. 
79. ATC 359/1085, 29 mayo 1985. 
80. La decisión aquí comentada, y en general la temática de la enseñanza 
del derecho canónico en las facultades de Derecho españolas, ha sido objeto de 
un excelente estudio por R. NAVARRO-VALLS, "La enseñanza del derecho 
canónico en la jurisprudencia española", en Anuario de Derecho Eclesiástico 
del Estado, 1 (1985), pp. 49 ss. 
81. Algunas facultades de Derecho, como las de la Universidad de Sevilla 
y la Universidad de Valencia, tenían un plan de estudios ligeramente distinto, 
con un mínimo de materias opcionales, que se aprobó con carácter experi-
mental en 1965. Ese plan de estudios también se estructuraba en cinco años, e 
incluía la asignatura obligatoria de Derecho Canónico en segundo curso. 
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asignatura obligatoria en los planes de estudio de Derecho de las 
universidades públicas; su argumentación giraba en tomo a la 
libertad ideológica y religiosa y al principio de neutralidad estatal 
. en materia religiosa_ 
El Tribunal Constitucional rechazó la pretensión de la estu-
diante de Derecho, reproduciendo en esencia la argumentación de 
los tribunales ordinarios que se habían ocupado del asunto. El 
auto en cuestión afirmaba que podría surgir un problema de 
posible inconstitucionalidad si se impusiera el estudio del derecho 
canónico "con carácter apologético o con fines de adoctrina-
miento". Pero no era ése el caso. Al contrario: 
"El Derecho Canónico, en cuanto asignatura basada en la explica-
ción e interpretación de un corpus iuris, como es el Código de Derecho 
Canónico, no es por su misma naturaleza una disciplina de contenido 
ideológico, con independencia de que se base en un sustrato dogmático 
o confesional, cual es la doctrina de la Iglesia Católica. De hecho, mu-
chas disciplinas jurídicas se centran en el estudio de textos legales y 
teorías jurídicas cuyo sustrato ideológico es identificable"82. 
y añadía el Tribunal a continuación: 
"En último extremo podría alegarse, como hace la recurrente, que la 
obligación del estudio del Derecho Canónico en las Universidades pú-
blicas es una reminiscencia del Estado confesional y que, a falta de otra 
finalidad objetiva, su mantenimiento en el período actual no tiene otra 
razón o causa que la apología, si bien indirecta, de un credo religioso. 
Para la experiencia normal de cualquier jurista ello no es así',83. 
En definitiva, el Tribunal Constitucional reconocía que la 
enseñanza del derecho canónico en las universidades públicas 
perseguía una finalidad secular legítima: en concreto, instruir a 
los alumnos en una materia que no sólo resulta útil para la 
práctica jurídica (pues el derecho matrimonial canónico produce 
amplios efectos jurídicos en el derecho civil español), sino que 
82. ATC 359/1085, FJ 3. 
83. Ibid. 
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también constituye una parte esencial de la tradición jurídica 
española (y, en general, de la entera cultura jurídica occidental )84. 
En otras palabras, los estudiantes de Derecho españoles aprendían 
derecho canónico como un factor cultural y no confesional, por 
razones análogas a las que justifican el estudio del derecho ro-
mano o la historia del derecho. 
Naturalmente, al igual que sucede con estas dos últimas mate-
rias, puede discutirse si el aprendizaje del derecho canónico es un 
elemento imprescindible de la educación jurídica fundamental 
que deben recibir los alumnos de una facultad de Derech085 . De 
hecho,en el marco de la legislación sobre reforma universitaria 
iniciada en 1983, se concedió a las universidades mayor autono-
mía para fijar los planes de estudio de todas sus facultades y es-
cuelas. Por lo que se refiere a las directrices generales aprobadas 
para el plan de estudios de Derecho, la materia de Derecho Canó-
nico fue eliminada de la lista de materias denominadas troncales 
(es decir, de obligatoria oferta en las facultades y de obligatorio 
estudio para los alumnos). En todo caso, considerar que el estudio 
del derecho canónico no debe formar parte del curriculum esen-
cial de una facultad jurídica pertenece al ámbito de las opciones 
que el Ministerio de Educación puede realizar legítimamente (con 
mayor o menor acierto, por lo demás). Lo cual es algo muy dis-
tinto de afirmar que una asignatura obligatoria de Derecho Canó-
nico es inconstitucional en un Estado religiosamente neutral. Por 
ahora, muchas facultades de Derecho españolas, por decisión pro-
84. Me remito, para un tratamiento por extenso de esta temática, a 
J. MALDONADO, "La significación histórica del Derecho canónico", en Ius 
Canonicum, 9 (1969), pp. 5-99 (sobre la influencia canónica en la tradición 
continental-europea); y a J. MARTÍNEz-TORRÓN, Derecho canónico y derecho 
angloamericano. Las raíces canónicas de la 'common law', Madrid 1991, 
donde pueden encontrarse numerosas referencias bibliográficas (existe versión 
inglesa actualizada: Anglo-American Law and Canon Law: Canonical Roots of 
the Common Law Tradition, Berlin 1998). 
85. No se olvide que, en aquel entonces, todas las asignaturas del plan de 
estudios de las facultades de Derecho eran obligatorias. 
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pia, continúan ofreciendo cursos de Derecho Canónico, ya sea 
con carácter obligatorio u optativo. 
2. Los nuevos movimientos religiosos 
Como se ha comprobado en las páginas anteriores, el Tribunal 
Constitucional, al pronunciarse sobre conflictos relativos a la 
posición jurídica de la Iglesia católica, se ha referido también, 
directa e indirectamente, al estatuto jurídico de las restantes con-
fesiones religiosas. Esto ha ocurrido especialmente en relación 
con cuestiones financieras, con la asistencia religiosa al Ejército, 
y con la protección de la religión a través de las leyes penales. En 
tales ocasiones, el Tribunal ha recurrido al principio de igualdad 
como principal criterio para justificar su decisión, y lo ha apli-
cado teniendo en cuenta todas las religiones en general y ninguna 
en particular. 
En cambio, a veces el Tribunal ha tenido que resolver casos 
que se refieren específicamente a la posición jurídica de los 
llamados nuevos movimientos religiosos (en adelante NMR). Es 
decir, grupos que se distinguen habitualmente por estas dos carac-
terísticas: sus antecedentes históricos son más próximos que los 
de las grandes religiones occidentales -surgieron en los siglos 
XIX ó XX- ; Y su doctrina y valores morales a menudo contrastan 
con las creencias y valores normalmente aceptados en las socie-
dades occidentales. Así ha sucedido en tres sentencias recientes, 
que paso a comentar a continuación. 
a) La actitud oficial ante los NMR 
El primer caso, decidido en junio de 200086, tenía su origen en 
la detención, en 1988, y tras cuatro años de investigación policial, 
86. STC 155/2000, 12 junio 2000. 
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del presidente de la Iglesia de la cienciología internacional, quien 
fue puesto en libertad provisional bajo fianza pocos días después. 
Se inició un proceso criminal contra esta persona, acusándole de 
diversos delitos: asociación ilícita, delitos fiscales, estafa, coac-
ciones, inducción al suicidio, delitos contra la salud pública, y 
otros. El acusado, ciudadano norteamericano, recurrió en amparo 
al Tribunal Constitucional, alegando que, como consecuencia de 
ciertas irregularidades procesales, se había violado su derecho a la 
tutela judicial efectiva, garantizado por el artículo 24 de la Cons-
titución; por ello, solicitaba que se declarase la nulidad y consi-
guiente retroacción de las actuaciones habidas hasta el momento. 
El tribunal desestimó su petición en una breve sentencia, esti- · 
mando que, como el proceso criminal contra el recurrente aún no 
había finalizado, no podía entenderse cumplido el requisito de 
agotamiento de la vía judicial previa. El recurso, por tanto, debía 
calificarse de prematuro a inadmitirse sin examinar las cuestiones 
de fondo alegadas87. 
Ni los argumentos del recurrente ni el razonamiento del Tri-
bunal son relevantes desde la perspectiva de la jurisprudencia 
constitucional en materia de libertad religiosa. La razón de men-
cionar aquí este caso es que las circunstancias de hecho subya-
centes podrían ser sintomáticas de una política gubernamental 
discriminatoria contra algunos NMR que son atípicos en. el 
entorno social español. En efecto, la sociedad española, y las 
autoridades españolas, tratan a veces a los NMR con desconfianza 
y siguen criterios de actuación difícilmente compatibles con las 
libertades constitucionales88. Esta política restrictiva hacia los 
87. Ibid., FJ 3. 
88. Los hechos del caso Riera Blume c. España, decidido por el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos el 14 octubre 1999, son también reveladores a 
este propósito. Los demandantes eran miembros del llamado "Centro Esotérico 
de Investigaciones", en Barcelona. Como consecuencia de un mandato judicial, 
su domicilio fue registrado, y más tarde los demandantes mismos -todos ellos 
mayores de edad- fueron confinados en un hotel cercano a la ciudad, contra su 
voluntad, para ser sometidos a un proceso de "desprol!:ramación". Este confina-
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NMR no parece ser producto de una actitud oficial y expresa, 
sino más bien el resultado de una noción conservadora de religión 
que impregna la mentalidad de amplios sectores de la sociedad y 
de la Administración españolas; es decir, una noción que deriva 
de las religiones que tradicionalmente han existido en España: el 
judaísmo, el catolicismo, el Islam, y el protestantismo conven-
cional. Desde ese punto de vista, algunos NMR, y particular-
mente aquellos que aparecen como de origen extranjero 6 con 
abundantes recursos económicos, son considerados extravagantes, 
incluso peligrosos, y frecuentemente de naturaleza no propia-
mente religiosa89. 
Interesa hacer notar, por otra parte, que a la Iglesia de la 
cienciología no le había sido permitida la inscripción en el Re-
gistro de Entidades Religiosas. Las autoridades encargadas del 
Registro habían considerado que la Iglesia de la cienciología no 
había probado suficientemente su carácter religioso, según la 
interpretación administrativa y judicial del concepto jurídico de 
religión, que es una noción central en la Ley Orgánica de Libertad 
Religiosa90. La consecuencia era que no podía obtener persona-
miento, sin embargo, no obedecía a mandato judicial alguno, sino que fue 
llevado a cabo por una asociación privada "anti-sectas" con el consentimiento 
de las familias de los demandantes y con cierta cooperación de la policía auto-
nómica catalana. El Tribunal Europeo decidió a favor de los demandantes, pero 
no aplicando el arto 9 del Convenio Europeo de Derechos Humanos (libertad 
religiosa), sino el arto 5.1 (derecho a la libertad y a la seguridad). 
89. Para un amplio estudio de los problemas que ocasiona el tratamiento 
jurídico de los NMR en . España, continúa siendo útil el trabajo de A. MO-
TILLA, Sectas y derecho en España. Un estudio en torno a la posición de los 
nuevos movimientos religiosos en el ordenamiento jurídico, Madrid 1990. Vid. 
también, desde una perspectiva diferente, M. L. JORDÁN, Las sectas pseudo-
rreligiosas, Madrid, 1991. Un estudio reciente, tratando de establecer una com-
paración entre el derecho español y el francés, ha sido realiz~do por B. NA V AS 
RENEDO, Tratamiento jurídico de las sectas. Análisis comparativo de la situa-
ción en España y Francia, Granada 2001. 
90. El arto 3.2 LOLR establece que el ámbito de protección de la Ley no se 
extiende a entidades sin fines religiosos, tales como "el estudio y experimen-
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lidad jurídica como confesión religiosa -sólo como asociación 
inscrita en el común Registro de Asociaciones-, aunque esa cir-
cunstancia no le impedía el ejercicio de su derecho constitucional 
a la libertad religiosa e ideológica91 . 
b) Los NMR y la noción de religión en el derecho español 
La Iglesia de unificación se encontraba en una situación aná-
loga a la de la Iglesia de la cienciología. Las autoridades registra-
les no le habían autorizado a inscribirse como confesión religiosa, 
con un doble argumento: primero, que no era una organización 
tación de los fenómenos psíquicos o parapsicológicos o la difusión de valores 
humanísticos o espiritualistas u otros fines análogos ajenos a los religiosos". 
91. En el Registro de Entidades Religiosas, creado por el art. 5 de la Ley 
Orgánica de Libertad Religiosa de 1980, pueden inscribirse, a petición propia, 
las confesiones religiosas que operan en España, así como sus instituciones 
internas. El Registro constituye el filtro a través del cual el Estado español 
controla qué organizaciones poseen personalidad jurídica como iglesias o 
comunidades religiosas. La inscripción en el Registro es voluntaria, pero los 
grupos que la soliciten deben proporcionar alguna prueba de sus "fines reli-
giosos", según la expresión utilizada por la terminología legal. Si a un grupo no 
le es permitida la inscripción como entidad religiosa, puede obtener persona-
lidad jurídica mediante su inscripción en el Registro de Asociaciones ordinario. 
En todo caso, la personalidad jurídica, adquirida por una u otra vía, no cons-
tituye de suyo una condición para el ejercicio del derecho de libertad religiosa 
en España, que es garantizado por el art. 16.1 CE "a los individuos y las 
comunidades sin más limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para 
el mantenimiento del orden público protegido por la ley". Vid. D. GARCÍA 
HERV ÁS y C. GARCIMARTÍN, "La interpretación del concepto 'fines reli-
giosos' en la práctica administrativa y judicial española", en La libertad 
religiosa y de conciencia, cit. supra, nota 1, pp. 497 ss.; M. J. ROCA, "Aproxi-
mación al concepto de fines religiosos", en Revista de Administración Pública, 
132 (1993), pp. 445 ss. En relación con el Registro de Entidades Religiosas, 
vid. M. E. OLMOS ORTEGA, "El Registro de Entidades Religiosas", en Revista 
Española de Derecho Canónico, 45 (1988), pp. 97 ss.; M. LÓPEZ ALARCÓN, 
"La función calificadora en el Registro de Entidades Religiosas", en Anuario 
de Derecho Eclesiástico del Estado, 14 (1998), pp. 433 ss. 
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religiosa; segundo, que desarrollaba actividades incompatibles 
con el orden y la moral pública, de manera que debía ser consi-
derada una "secta peligrosa". Las sucesivas demandas presen-
tadas por este grupo fueron decididas por los tribunales a favor 
del gobierno español. Finalmente, en 1996, · la Iglesia de unifi-
cación interpuso recurso de amparo, alegando que tanto su dere-
cho a la libertad religiosa (art. 16 CE), como su derecho a la pre-
sunción de inocencia (art. 24.2 CE) habían sido violadás. El 
Tribunal Constitucional pronunció su sentencia en febrero de 
2001, junto con un voto particular firmado por cuatro magis-
trados92. 
Naturalmente, el conflicto giraba en tomo a la noción de reli-
gión en derecho español. Hasta el momento, la Dirección General 
de Asuntos Religiosos del Ministerio de Justicia, así como los 
tribunales, habían adoptado un concepto jurídico de religión 
enraizado en la herencia monoteística de la cultura occidental. 
Tres elementos caracterizaban ese concepto: la creencia en un ser 
superior, desarrollada en una doctrina dogmática y moral; un 
culto externo; y una cierta organización institucional93. 
La sentencia del Tribunal Constitucional estimó el recurso de 
amparo y estableció que debía reconocerse a la Iglesia de unifi-
cación su derecho a inscribirse en el Registro de Entidades 
Religiosas. Esperada durante largo tiemp094, esta decisión debía 
92. STC 4612001, 15 febrero 2001; el voto particular fue presentado por el 
Magistrado Jiménez de Parga, con adhesión de otros tres magistrados. Los 
antecedentes de la sentencia describen pormenorizadamente el itinerario admi-
nistrativo y judicial seguido por las diversas reclamaciones de la Iglesia de 
unificación. 
93. Me remito, en este punto, a J. MARTÍNEZ-TORRÓN, Separatismo y 
cooperación, cit. supra, nota 10, pp. 74-88. 
94. El recurso de amparo se presentó en julio de 1996, y la sentencia del 
Tribunal era esperada, al menos, desde la segunda mitad .de 1999. Aparen-
temente, el retraso fue debido a las muy diferentes y firmes opiniones sobre el 
fondo del asunto que tenían los magistrados del Tribunal Constitucional. Este 
circunstancia podría explicar también la relativa falta de coherencia de la 
argumentación seguida por la decisión. 
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ser, importante . pata . clarificar ·lanoCÍón jurídica de religitsn. Sin 
embargo, resulta · decepcionante , para, muchos" por ·la 'relativ:a 
inconsistencia y aparentes contradicciones de su razonamiellto;' 
Eh r todo caso, · esta i sentenciaestá llamada a' tener un fuerte 
impacto en la evolúciqn próxima deVderechoespañol,en materia 
religiosa, y merecería por ello un amplio comentario;noobstánte, 
alos',efectos , de este trabajo, bastará hacer hincapié en dos ' as;. 
pectosde sucontenido; '¡, 
Por. una parte; .. el ,Tribunal no arroj a luz "alguna sobre ' 'las 
cuestiones suscitadas por el concepto jurídico de religión utili-
zado por la Administración y la jurisprudencia' españolas (y tal 
vez implícito ' ~n la LOLR}.' Más ,bien se limita a tornar ineficaz 
ese concepto. ,Según la sentencia, las autóridades encargadas ,del 
Registro de Entidades Religiosas carecen'detodomargen de apre-
ciación discrecional para examinar ya naturaleza religiosa de 
cualquier jgrilpoque solicite ' su inscripción; su actividad debe' 
reducirse a confirmar que dicho grupo no es excluido de ·· la ins-
cripción por el artículo 3.2 LOLR95. Sin embargo, este artÍCulo 
determina litetaltnente: "Quedán fuera del ' ámbito de protección 
de la presente Ley las actividades, finalidades , y Entidades rela-
cionadas con el estudio y experimentación de los fenómenos 
psíquicos o parapsicológicos 'o ' la difusión devaloreshuinanís-
ticos o espiritualistas u otros fines análogos ajenos a los reli-
giosos". Por consiguienté, las' autoridadesregÍstrales ,deben nece-
sariamente emitir un juicio, explícito o implícito, · sobre la , natu-
raleza y finesrelígiososde la entidad solicitante. 
En el futuro, sin embargo, como el Tribúnal ha afinriado que 
la Administración no tiene discrecionalidad alguna a. ese respecto, 
. " ' , , . ' -- " . " ., ~ . . . . .' . 
y al mismo tiempo n,o ha proporcionado ningún sriterio para la 
interpretación del artículo 3.2 LOLR, el Registro se verá obligado 
seguramente a aceptar toda instancia de inscripción sin ulteriores 
indagaciones (excepto en la improbabl'e hipótesis de que la enti-
95. Vid. STC 4612001, FJ 8. 
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dad solicitante reconozca expresamente, en la documentación 
aportada en su instancia, que es una organización de carácter no 
religioso). A su vez, el efecto inmediato de lo anterior es que el 
artículo 3.2 LOLR, que es instrumentado en la práctica a través 
del Registro de Entidades Religiosas, ha quedado vacío de con-
tenido. En otras palabras, con esta decisión el Tribunal Constitu-
cional ha eliminado virtualmente el poder de control que la 
LOLR atribuía al Registro, y ha modificado así, casi subrep-
ticiamente, uno de los principios fundamentales del derecho 
español sobre las confesiones religiosas96. 
Hay todavía otro aspecto de esta sentencia al que vale la pena 
aludir aquí: la referencia del Tribunal al orden público como 
límite al ejercicio de la libertad religiosa, mencionado por el 
artículo 16 de la Constitución97. A este propósito, el Tribunal 
subrayó "el carácter excepcional del orden público como único 
límite al ejercicio" de la libertad religiosa. Y añadía en conse-
cuencia: 
"el orden público no puede ser interpretado en el sentido de una 
cláusula preventiva frente a eventuales riesgos, porque en tal caso ella 
misma se convierte en el mayor peligro cierto para el ejercicio de ese 
derecho de libertad. Un entendimiento de la cláusula de orden público 
coherente con el principio general de libertad que informa el reconoci-
miento constitucional de los derechos fundamentales obliga a considerar 
que, como regla general, sólo cuando se ha acreditado en sede judicial la 
existencia de un peligro cierto para 'la seguridad, la salud y la mora-
lidad pública', tal como han de ser entendidos en una sociedad demo-
crática, es pertinente invocar el orden público como límite al ejercicio 
del derecho a la libertad religiosa y de culto,,98. 
Desde mi punto de vista, estas afirmaciones del Tribunal son 
muy razonables. El problema es que el propio Tribunal restringía 
96. Me remito, a propósito de ese principio fundamental, a 1. MARTÍNEZ-
TORRÓN, Religión, derecho y sociedad, cit. supra, nota 2, pp. 195-204. 
97. En la nota 8 de este trabajo se reproduce el texto íntegro del art. 16 CE. 
98. STC 4612001, FJ 11. 
UNA METAMORFOSIS INCOMPLETA 243 
su alcance cuando al indicar, inmediatamente a continuación, que 
hay "determinadas sectas o grupos que, amparándose en la liber-
tad religiosa y de creencias, utilizan métodos de captación que 
pueden menoscabar el libre desarrollo de la personalidad de sus 
adeptos, con vulneración del arto 10.1 de la Constitución". De ahí 
que, se concluía, 
"en este muy singular contexto, no puede considerarse contraria a la 
Constitución la excepcional utilización preventiva de la citada cláusula 
de orden público, siempre que se oriente directamente a la salvaguardia 
de la seguridad, de la salud y de la moralidad públicas propias de una 
sociedad democrática, que queden debidamente acreditados los ele-
mentos de riesgo y que, además, la medida adoptada sea proporcionada 
y adecuada a los fines perseguidos,,99. 
El principal punto débil de este razonamiento es, naturalmente, 
que el Tribunal no precisa qué elementos pueden justificar· en 
concreto el recurso excepcional a la cláusula de orden público sin 
intervención judicial, ni explica tampoco cómo puede "acredi-
tarse debidamente" el carácter peligroso de una "secta" sin un 
procedimiento judicial apropiado que incluya el derecho. de au-
diencia de aquellas personas o grupos bajo sospecha. De manera 
que se deja una puerta abierta a posibles actividades policiales de 
vigilancia de grupos religiosos atípicos que no respondan a un 
mandato judicial o a otras. pruebas distintas de la mera sos-
pecha 100. 
99. Ibid. 
100. Actividades de esa clase han sido recientemente objeto de enjuicia-
miento por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en el caso Tsavachidis 
c. Grecia, 21 enero 1999. El caso se refería a la vigilancia de testigos de Jehová 
por parte del Servicio Nacional de Inteligencia. Concluyó mediante un acuerdo 
amistoso, en el cual el gobierno griego aceptaba pagar una indemnización en 
concepto de costas procesales, y emitía una declaración formal reconociendo 
que "los Testigos de Jehová no están sujetos a vigilancia ahora, ni lo estarán en 
el futuro, por razón de sus creencias religiosas". Para cuando se llegó al 
acuerdo amistoso, la Comisión Europea de Derechos Humanos había ya emi-
tido su preceptivo informe sobre el fondo del asunto, expresando la opinión de 
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No, obstal1telo anterior; 'en el'preset1te caso el Ttibuhal 'apreció 
que ' las pruebas ' proporcionadas . por , las ; autoridades ' españolas 
sobre ,las supüestas :actiVidades peligrosaS delá Iglesiade iuhi'fV 
eación catecían 'de,l'a-suficienté consistencia, Y' én:ocasionés'ernn 
incluso contradicrorias l 01 " De ahí : ¡que , debía· 'recoI1dcerse ca' ésa-
iglesia -cuyo carácter religioso, como se dijo, no :pbdíaSér' e\Tá~ 
luado por la Adrpinistración pública- el derecho a inscribirse en 
: ; i , .,."... .' , : . . , " ,;"1:; \ : ,i.:j 
elR~gistro- de EhtidadesReligiosas, , : _, . 
" . Más allá de' los" efé,ctos , (Íi~ect.ame~~e . relac¡º~ados ,con la 
inscripción registral de la Iglesia de unificación ·como.una con-
fesión réligiósá, 'la ' s~ntencia 46/200 ¡ ' probablemente producirá 
otras -dos coñsecuencias de alc~nc~Piá'sruj¡plio., rrlín~w~ deberá 
permitirse la inscripción en el Registro de Entidades Religiosas 
de, otros grupos que habían sido rechazados .hastaahora por,no ser 
cQnsiderados religiosos; es previsible que la Iglesia, de Jacien~. 
ciología ,sea:iUnQ de. ellos, . 'pues ha , estaQQ", ,solicitando csinéxito 
la , inscripción, durl;lnte años, Y bajo , diver~as - denontinaciones,i 
Segundo, ,el gobierno español tendrá, que, estudiar la ,conveniencia,: 
e incluso , lan,ecesidad, : de .. modificar · l;lJgllnos., aspectos " ,de .. las 
normas reguladoras del Registro de ,Entidades ReligiosasJo,2,: y 
quizá también ,de la propia Ley Orgánica , de , Libertad Reli· 
giosª, 10,\ . _ ,
que había tenido lugar una violación del artículo 8 del Convenio Europeo (13 
votos contra 4), y que no se había producido violación del artículo 9 (9 votos 
contra 8). ' 
101. Cfr. STC 4612001 , FJ -12-13:" < 
102: La, principal ' norma , reguladora del Registró ' es el Real "Decretó 
1421198l\de 9 'enero 1981, ,sobre Organizaciórr y: FunCÍcma'mientó deI Registró 
de Entidades Religiosas. ' '" ; ; 
103. De' he¿ho, la Dirección'General 'del AstihtOsRelÍgiosos ha Venido c-On'-" 
siderandó, elf los 'últimos años, 'la posibilidad de proponer unareforIDa'itnpóf'-" 
tafité de la · Ley Orgánica de Libertad ' Réligibsa' de 1980. 'Sin embargo; ' y 'eh! 
contra de los principios senúidospor la STC 46/2001, los primer6s:borrb:dbtes 
de esa hipotética reforma preveían un endurecimiento delosfeqtÚsitos :riéc'e- ' 
sarios para inscribirse', en el -- Registro de Entidades Religiosa.s; ' induye'ndb; 
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_j, ~)kos.:NMlJ.- y los'JcQ1Jfli<;tqs relativos al de.recho d:efamilia .. , 
t • - ,~ _<~~ :. ' .. - . -. . ,-'ti 
Enma)§o ,-º~ 2()()O, , ~l. Tribunal Com;titucional pronunciaba otra 
sentencia referente a un NMR, esta vez en el Gont~xto de )..lIla 
r;uptura, ; Il1atrimo.niaIl04. Se trataba, de ' U:ll converso , _ al "Movi-
Pli~ªto Q-nós,tic9; CrjstiauoUmversalde España" 105 que se ' había 
sep'!!-aclo _ ~e ,·su e~p(}sa.És~a ~ulpahaa la nuevateligipn de su 
roí:gi4o: d.el·{raqas()de .su mat,rimOIlio" punto de . visJaque, él, 
Ilat~HIIl).el),te,n(); com1?artí? " Lacustodia,. de, St;lS dos ,hijos, de 5y 
~ ~ _aijos -qe i ~cl,ad respeGti vamente, había sido ' Goncedida ,: a la 
madre. En el procedimiento correspondit;nte;el juez ge. pdmera 
i.nst@Gia.,rha1?í~ _otorgado ,al paQfe el d,erec119 de :visitó'\: ,en ,las 
c.ow;lie~(¡)Il,e:& !:labituales:Aos. ijij,os estaríancQn, él uno .• de ,cada do,s 
fjnesg@sen;laua, y tan}bién, ,(ilgrante ..l;a, Il).itadde lasyacaciones de 
. . 
Navidad,.'. SelJlal1a· Sal)ta. y :verano .. "p,ero . se le , _había prohibido 
eXPJe~ament~que:fealizar~ proselitismo, alguno 'con -sus hij0S -0 
ql.-Jelos llevaraconsigQaxel,lIliones religiosas. 
La esposa apeló contra esa decisión, aduciendo que, de acuer-
dQ ¡COJ,lUIl , inform~ psic.Ológico, su esposo mostraba , ciertas 
alte;acioIlys " em()cioi;~es .f~eni de lo normal, así ,coulo ,una per-
cepción defonnada delá realidad. Además, hacía notar que, según 
dicho ' infotrrte, "la -infortnacióndisponib'Jei 'sobre' lá nueva' religÍón 
del'maridÓ ' sugería quepodríaconstit,:ür, U'na"seCta destructiva'''. 
E,secqnjuntO de circunstancias implicaban, a juicio de -la esposa, 
un serio riesgo para la salud psíquica y la educación de sus hijos, 
que '. requerían unaúrtrcé:1orientaClón religiosa y moral. 'La Aú~ 
dÍertcia pr.b"ltlcia.lde Válencia acept6 :sústancialmente 1<1' argu-
además de una constatación de)/! .naturaleza religio!iadel grupo,>un número 
mípimodefteles., .,,,.-' 
10.4. S;rC: 14112,QO(), 2,9;mayo2000. 
!W\, ijlmovi!lliento .hal?ía$ido .inscrito en 199Len el común Registro de 
A~Qciacio,!e~., "pero 110 . en ~1 . R~gistrode .En~idades . Religiosas._, Esa circuns~ 
t~ncjª: J;¡ace pensw . q~y , dicho grupq, no. pudo,; o ,no. quiso. inscrib¡rs.~ .· GOmQ ,en· 
tidad religiosa. Vid. supra, nouk9L ; . . > ,: _. ,.' 
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mentación de la madre, y restringió considerablemente el régimen 
de visita: el padre podría ver a sus hijos en fines de semana 
alternos, pero sólo durante el día; los periodos de vacaciones 
fueron suprirnidosl06. 
El Tribunal Constitucional revocó la decisión de la Audiencia 
Provincial, entendiendo que, sin pruebas suficientes de que la 
salud o la educación de los hijos se encontraba en peligro, el 
derecho de visita del padre no podía ser arbitrariamente reducido 
por los tribunales a causa de sus creencias religiosas, indepen-
dientemente de lo extrañas que tales creencias resultaran en un 
determinado entorno social. 
En su razonamiento, la sentencia hacía notar que el derecho de 
libertad religiosa amparaba un ámbito de comportamiento legí-
timo (agere licere) tutelado por la Constitución, y subrayaba que 
las limitaciones a ese derecho debían ser interpretadas de manera 
restrictiva. La radical reducción del régimen de visitas, y la pro-
hibición judicial de hacer proselitismo con sus hijos, constituían 
106. El caso presentaba muchas analogías -y algunas importantes dife-
rencias- con los hechos de la sentencia Hoffmann c. Austria, del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos, de 23 junio 1993 (significativamente, la sen-
tencia Hoffman es reiteradamente citada por el Tribunal Constitucional español 
en la sentencia aquí comentada, especialmente en FJ 3-5). En el caso decidido 
por el Tribunal de Estrasburgo, una mujer divorciada, conversa a los Testigos 
de Jehová, había tomado consigo a sus dos hijos, por decisión propia, mientras 
el procedimiento de divorcio se hallaba aún pendiente. Los tribunales aus-
tríacos concedieron la custodia al padre, y el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos revocó esa decisión, considerando que iba en contra del art. 14 del 
Convenio Europeo (principio de igualdad) en conexión con el art. 8 (derecho al 
respeto de la vida privada y familiar). A mi entender, aunque los principios 
sentados por el Tribunal Europeo son correctos, la sentencia Hoffmann llegó a 
un resultado erróneo. En efecto, según el acuerdo marital de los esposos, los 
hijos que pudieran tener en el futuro debían ser educados en su religión común, 
que en aquel momento era la católica. La esposa había violado unilateralmente 
ese acuerdo, y constaba que ambos esposos parecían idóneos para ocuparse del 
cuidado de sus hijos. Significativamente, la sentencia fue adoptada por cinco 
votos contra cuatro, y varios jueces escribieron votos particulares; el emitido 
por el juez Mifsud Bonnici es particularmente interesante. 
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serias limitaciones a la libertad de creencias del padre 1 07. En 
consecuencia, el Tribunal debía examinar si esas limitaciones 
estaban o no justificadas. Su conclusión era que la reducción de 
los derechos de visita perseguía un objetivo legítimo, como era la 
protección del mejor interés de los niños. Más aún, la sentencia 
afirmaba que el mandato judicial que impedía el proselitismo 
religioso del padre resultaba justificado en aras de salvaguardar la 
"integridad moral" de los hijosl08. 
En cambio, el Tribunal Constitucional apreciaba que la drás-
tica reducción del régimen de visitas decretada por la Audiencia 
Provincial era una medida claramente desproporcionada en 
relación con la finalidad perseguida, pues no había pruebas de 
, que el padre hubiera intentado convertir a sus hijos a su religión o 
llevarlos a alguna reunión religiosa, o de que los niños hubieran 
sido afectados negativamente de alguna manera por las creencias 
de su padre 1 09. Esos factores impulsaban al Tribunal a deducir 
que la decisión de la Audiencia no se fundaba en las pruebas 
aportadas, sino únicamente en la presunción de que el Movi-
miento gnóstico era una secta peligrosa. Por ello, el Tribunal 
Constitucional entendía que el recurrente había sido discriminado 
por sus creencias religiosas, con la consiguiente violación del 
artÍCulo 16 CEllO. 
107. Cfr. STC 141/2000, FJ 4. 
108. Cfr. ibid., FJ 5. El derecho al proselitismo como parte integrante del 
derecho de libertad religiosa, y sus necesarias limitaciones, es objeto de una 
creciente atención por parte de la jurisprudencia (especialmente del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos) y por parte de la doctrina. Para un tratamiento 
reciente de esta temática, vid. S. BUENO-M. 1. GUTIÉRREZ DEL MORAL, 
Proselitismo religioso y derecho, Granada 2002; y M. J. CIÁURRIZ, El derecho 
de proselitismo en el marco de la libertad religiosa, Madrid 2001. 
109. Cfr. ibid., FJ 6. 
1l0. Cfr. ibid., FJ7. 
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IV. LA LJBERTADDE CONCIENCIA INDIVIDUAL . 1: .. : 
Como 'ya se ha. indicado, el Tribunal Constitucional no_ha 
<lIiicu1adoningúnconcepto ,de religión que ; sirva de orientación 
aJa activid'}o de los tribunales , yde da Adrninistraéión~ Sin 
embargo, d Trjbunal ha hecho hincapié; 'en ' numerosas . ocasiones, 
en que la libertad rdigiosa reclama unajnterpretación,expansiva 
de su contenido protegible y, correlativamente, una interpretación 
restrictiva'qe ,las liInitaciones a suejetcicio'. La libertad individual 
de religión y: de conciencia preserva. un .ámbito ,de .conducta 
legítima (agere. lir;ere) que el Estado no puede invadir y: : debe 
tutelcu-frente : a : posibles agresiones por parte .de personas o 
grupos;. Esa libertad confiere: a ,los 'ciudadanos el derecho de 
expresar suscl1eencias, lo cual incluye el derecho :de 'acomodar su 
comportamien,to a sus deberes de conciencia yd derechoJ a' no 
sufrir tratp :di&criminatorio ,a causa de ,ese comportamiento. Natu., 
ralmente, la :'libertadreligiosa no. es absoluta. De ahL que el 
artículo 16 oeJa Constitución establezca que puede ser restringida 
c;:uandp .asi,lo exige el "mantenimiento :deLorden !públ,ico ! pro., 
tegid<)porlaley". Los tribunales pueden', y deben, vahl>rar 'c·uándo 
y :cómo la: expresión externa ~de la libertad:teligiosa ha :violado 'el 
orden público, pero deben hacerlo de acuerdo" 'éoli, . oritel'ios 
restrictivos!!!. 
Estas ideas generales son sin duda muy razonables, pero no 
siempre han sido aplicadas razonablemente, especialmente en 
casos de objeción de conciencia, es decir, cuando una persona 
reclama ser eximido de una obligación legal que se ~ncuentra en 
) .: 
..... 
11L, Vi<i. STC 24/1982, 13 mayo 1982; S:rC 20/1990, 15 febrero .. 1990; 
STC 120/1990,27 jupio1990;STC 137/1990,, 19 julio1990;'. STCI4112000,29. 
mayo 2000; STC 4612001, 15 febrero 2001. Vid. también ATC61711984, 31 
octubre 1984; y ATC 551/1985, 24 julio 1985. 
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confliC:tocon un ,deper moraL ,En, esta"m(!.teri,a, . la, ,doctrina, del 
rribu.nal CQnstit~c~~n~l ha sido álgo confusa 112, ~ ")! 
Hasta mediados de los años 1980, el Tribunal -orientaba'.'sus 
decisiones de acuerdo con una interpretación extensiva de la 
, libertad ' de conciertCía; Así, eh 1982;én una de Ías primeras 
sentencii\s sdbre 6bjeciónal'serviciomilitar, deClarab(!.q\leexiste 
una difecta relaCión 'contre la. obje~iÓn d~ concien~ia yla libertad 
de conciencia. Ésta constituye unas'pecto particular de la libertad 
ideológica consagrada por el artículo 16 de la Constitución, y 
"supone no sÓlo el derechd a formar libr~mente la l)f()pia con-
cienci,a sino _ también a obrar de llwdo cORforme a los, jmpyrat~vos 
d~ la ,'~isma".Pqr eso, se añadía, "pueqe ~firm~s~ qu,e la ,Obje~ 
ción ,~e j::onykncia. , es un derecho reconocidoexpl~cüa ,e implí-
citamente, enla Qroenación constitucional española" 1 P. 
"' Ü~'a ' a~áÍ~ga ; c~ncepc1ón ,de la. lipertact Teligios~ ' y :-de;: con-
éie~ci~ ~st~ba pre~~~te en una larga y co~pleja se~~e~ci~ de 198;5 
que resolvía el recurso previo de . inconstitucionaUdft4, interpu,~~to 
por u~ gl1lPO de ,diputados (el Grupo Popular) con~ra)apri~era 
ley d~ la historia r~ciented~España que despenaliz~b(!.-Úpráp,tipl 
del ~b()rto en, determinadas ~ircunstancia.s. Uno de los argu~entos 
: , _ . : / - '; .. : ' , ,_' '. < ,; ~ !, .: , -:- i . . ;· _' ;, ,_, > .' ,; , j 
delos recurrentes era que la .legislación impllgn_aqa no cOQ.~en!a 
ningmia provisióp. encamin'ld~ ' a tutelar 'laobjeciórr de 'conciellc;ia 
• • _ . " . r . , , . -,' .-.' .- .-
querpédicos, enfennerasy qtro pers()R-,ll ~anitariR pog,rían ; fOJ;~ 
mula!: ,contra su, colabo~aci6n . ,en la. : práctica ,de , UIl aborto 
"legaj,"1 ~4. 'E1Tr~Pllnal desestimÓ ese argumento. afi~and.o q~e" 
; . .' - , -... . .. . 
117, Vid. RN:A.YARRO-VAJ..LS,yl MARTfNEZ-TORRÓN,Las :óbjetiones 
de conciencia ."n el derecho español y compar,ado, Madrid _1997~ pp. 2Q-7-?, ',f' 
. í 13, Viil stc 15/1982, 23 abril 1982, FJ 6. " . . . 
114. Vid, R, NAVARRO-VALLS, "La objeción de conciencia al aborto: 
derecho comparado y derecho español", en Anuario de Derecho Eclesiástico 
del Estado, 2 (1986), pp, 298-303.Yig, también, másrecientemente¡ en materia 
d~ sqbre o~jeciónal aborto, Ips . ~studios de : A.. M. VEGA GUTIÉRREZ. "El 
der,echo a ¡ la vid~ o' el rett:qcesoen-;la civiljz~ción", en lusCanonicum, 36 
(1~96),pp, 715~sf ; Y: S. SIEIRA,_iLa .(}bJf?cióndeconc;ievtia 'sanitaria, .Madrid 
2000, " i.¡, 
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independientemente de que un tipo particular de objeción tenga o 
no soporte legislativo expreso, la libertad de conciencia puede 
alegarse siempre: 
"Cabe señalar, por lo que se refiere al derecho a la objeción de 
conciencia, que existe y puede ser ejercido con independencia de que se 
haya dictado o no tal regulación. La objeción de conciencia forma parte 
del contenido del derecho fundamental a la libertad ideológica y reli-
giosa reconocido en el artículo 16.1 C.E. y, como ha indiCado este 
Tribunal en diversas ocasiones, la Constitución es directamente apli-
cable, especialmente en materia de derechos fundamt<ntales" 115. 
Esa trayectoria inicial, sin embargo, fue notablemente alterada 
a partir de mediados de los años 1980, cuando el Tribunal 
Constitucional comienza a adoptar un planteamiento mucho más 
restrictivo de los derechos de la conciencia individual. Lo sor-
prendente es que ese giro jurisprudencial se lleva a cabo sin que 
el Tribunal revoque su doctrina precedente, favorable a la inter-
pretación extensiva de la libertad religiosa. 
Dos sentencias de 1987 sobre objeción de conciencia al ser-
vicio militar, hechas públicas el mismo día, son especialmente 
reveladoras de este cambio de actitud del Tribunal Constitu-
cionaP 16. El derecho a la objeción de conciencia al servicio 
militar se encuentra explícitamente reconocido por el artículo 30 
de la Constitución, aunque su regulación concreta se deja en 
manos del legislador ordinariol17. Durante seis años, el legis-
lativo español no promulgó norma alguna para desarrollar ese 
precepto constitucional. En 1984, las Cortes aprobaron dos leyes 
que regulaban al procedimiento para que un ciudadano pudiera 
ser legalmente declarado objetor, las condiciones en que debía 
115. STC 53/1985,11 abril 1985, FI 14. 
116. STC 160/1987 Y STC 161/1987, ambas con fecha 27 octubre 1987. 
117. El artículo 30.2 CE establece: "La ley fijará las obligaciones militares 
de los españoles y regulará, con las debidas garantías, la objeción de con-
ciencia, así como las demás causas de exención del servicio militar obligatorio, 
pudiendo imponer, en su caso, una prestación social sustitutoria". 
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prestarse un servicio militar sustitutivo, y el correspondiente ré-
gimen de recursos l18 ; esa legislación ha experimentado posterior-
mente modificaciones importantes 119. El Tribunal Constitucional 
se ha pronunciado en esta controvertida materia en diversas 
ocasiones, antes y después de las leyes de 198412°. 
Las dos sentencias citadas de 1987 respondían, respectiva-
mente, a un recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el 
Defensor del Pueblo121 y a cuatro cuestiones de inconstitucio-
nalidad planteadas por la Audiencia Nacional contra diversos 
preceptos de las leyes de 1984122. En ambos casos el Tribunal 
Constitucional desestimó todas las alegaciones y mantuvo la 
118. Ley 48/1984, de 26 diciembre 1984, reguladora de la objeción de 
conciencia y de la prestación social sustitutoria; y Ley Orgánica 8/1984, de 26 
diciembre 1984, por la que se regula el régimen de recursos en caso de obje-
ción de conciencia y su régimen penal. 
119. Vid. al respecto R. NAVARRO-VALLS y 1. MARTÍNEZ-TORRÓN, Las 
objeciones de conciencia, cit. supra, nota 112, pp. 65-79; allí pueden encon-
trarse referencias a la abundante bibliografía publicada sobre este tipo de obje-
ción de conciencia. El cambio más importante en los últimos años, antes de la 
supresión del servicio militar obligatorio en 2001, fue introducido por una 
nueva ley sobre objeción de conciencia al servicio militar y servicio civil sus-
titutivo: Ley 22/1998, de 6 julio 1998. 
120. Los casos decididos por el Tribunal Constitucional hasta 1991 son 
citados y analizados por R. RODRÍGUEZ CHACÓN, El factor religioso, cit. 
supra, nota 1, pp. 116-26. En las sentencias pronunciadas posteriormente rela-
tivas al rechazo del servicio civil sustitutivo por razones de conciencia, el 
Tribunal Constitucional ha permanecido firme en denegar que los ciudadanos 
tengan derecho alguno a ser eximidos de dicho servicio (cfr. STC 321/1994, 28 
noviembre 1994; STC 55/1996, 28 marzo 1996; STC 88/1996, 23 mayo 1996). 
También el Tribunal Supremo se ha pronunciado a ese propósito: vid., sobre 
el tema, M. ALENDA SALINAS, "La doctrina penal del Tribunal Supremo 
en materia de 'insumisión"', en Doctrina y Jurisprudencia, 10 y 11 (2000), 
pp. 113-122 Y 125-135, respectivamente. 
121. STC 160/1987. Sobre la función desempeñada por el Defensor del 
Pueblo en relación con la tutela de la libertad religiosa, vid. B. GONZÁLEZ 
MORENO, "El defensor del pueblo y la defensa constitucional del derecho de 
libertad religiosa, ideológica y de culto", en La libertad religiosa y de con-
ciencia, cit. supra, nota 1, pp. 509 ss. 
122. STC 161/1987. 
252 , l', lA V1E~ MARTÍNEZ/fOR8..,ÓN: , 
Gon~titucionaH4ad , d~l enterocont~ni:dQ: nonn{ltiYocl~;;i,~sa~ 
1~ye&123, · .NQ voy ,a (cprn~Q.t'lf aquí ep . deté;tll~ ·es~;ls , s~nj;~nGia$; ; p~! 
dpsr,a;tones. ,Primero, ' 'porque, . a ,consrcuencia ,' d.~ la;" la:~a:. !l'l,pli-
cación ,de las ley~sd.~ 1984, <l~sd~ ;baee yaaño§-JaJI~ada 
objeción de coiicieI1ciaé;'ll servicio militl:l!:l , no Jem{lc:eIl :X~~id.éil,9 
r~lac¡ón {llguna ~ con la libertad de. cOl)ciencja g;:lf4Iltizada ; PQr la 
Gop§titl;JciÓP; en La ¡práctica, loqu~ oGl.lrria es, quy , los CÍudaQAnQS 
españoles ,Yéll:fopes, ,debían prestar. un s~rvício : {l} 'E~tado, ,)( ; ~Ho$ 
mi,s;mQs, decitiían, ,cQ,I)" plena libertad,y a)través,, de iul} Se,n(üllo 
Wámitead.ministrativQ,i si pr~feríanun se~icio .tIÜlitar ¡o .unQ<civiJ,. 
La seg1Jnda -razÓn ,e.s 'Hue el gobiem(>!l españ~lhacoptadoi ya 
claramente por un ejército profesional, y el servicio militar 
obligatotio Se extingue en diciembre de 2001124. ,, ' ,)~' ",;; 
;' ' En todo caso; ' conviene ' hacernotat qUé, ' másaIlá ,dé ' ~aquella 
parte de su contehidoreferid~ dh-ectameI)tW dlas 1~y~s 'ªW : i984 
sobreopjeción,alJ ~eljVicio militar;eLáspe~tQ m~stráscepdentai de 
esas 'dossente'nCÜlS de 1987 es el restrictivo concepto de' libertad 
dé:cóíicienCl(í' utilizaclo 'poi el TribliiüiFCt>rtstltuéioriaI;iQu6'; '~oriío 
'>; ... ~ . , .- ".j' :"'¡:._ -~,---'--: l;- , <~t:; í·. ·~·;;·· · : ~.- _, .:-".: ¡<~:.<.:- ,,~; .. ;¡, , 
123. Las principales cuestiones abordadas , por ' esas ~ sente,nc\as ' era~: los 
~iguientes:a}el hecho de ,que pudiera investigarse, la sinceridad de las,:cr:een-
c;iasalegadas por un objetor . (aunqueesq nunCa suc;e,díaen ,la, ,práctica}¡"p), ,el 
hechode:que . eldere9~o a la objeción. de" concienc:ia no, plldiera, .ejerc.itarse 
despu~s de,ser incqr:poradO a filas; c) ,aJgunas d.ifere,nc:ias entre :lél8 c;J>,ndicjo,nes 
en ¡q~ese pr:estaba el.servicio militar y eLservic:io.<fiyjl, illc1uida lalJlaYPI,';dul,'él-
,c(óndel servicioci.v,lI -en aquel , mOJl'len!q i, {~sas diferencias ,fueron ' PQste;-
riormente e,liminadas por vía legislativa} '~ . ' : !, i' ;' ,;:! 
, 124.' La I .. ey 17/,1999, ele 18 ,de mayo, de ,régimen, ,del personal d,e ,las, fuer-
zas¡¡rrmadas"di,sp, adic.,.l3\,disponía que a partir- de131 .de dioiembreaelaoo 
2002 ,quedabasuspendjda la prestación .delseryic;io :lltilitar,.La disp, :adic., la" 
de la misma ley establecía en sus tres primeros apartados distintas fe'Chas :deter," 
minantes del período :~ransitorio del servicio" y ,eoj'su apartado 4° ;alltPrjzaba al 
gobiernoparamodificru;tllles fechas y acortan ,así el períOdO transitorio; ·,todo 
e,Uc ,en función del, p,rqceso , de profesiQnalizac:ióq deJasiFue¡¡zas. :Armadasd~n 
cumpllmieQto-de' esta previsión, el Real Decr~to 24]/2001, de 9demarZP¡ ,ªde:-
lantaba al 31 de diciembre de 200 1 la suspensión ,de' la pres41ción <;l~ls.~rvi~io 
militar. ' . . ] ) < , 
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dije, cotitradiée¿li ' propia jutiSlkudenéia :anterior125 . En-'concreto, 
el: 'Ftrbt'!nalafírÍiió taj;antemente qúe técoriocer un derecbogenetal 
al~FóbjedióIi; de corréiencuíerá impensable, pues ello :"'significátÚt 
fa~m~gáCioiffuisnia ide ' Hi"idea' de Estado".' "Lo qllc 'puedeocllriír 
-ébritinuabá el TÍ'ibtirial~ es :que' seaadInitidaexcepcionalinehté 
i~Splécto a un ,deber 'concreto;'" 126. El Tribunal precisabaéfue, sin 
tiá ~soporte ' legislátiv'üespeeífiCo, el derecho 'a ser-eximido de una 
obligación legal por razón de las propias creencias no ¡meCteser 
eJercitado; ' ni ! siquiera en; 'aras' de hi protección de la libertad de 
coneietiCia ~garantizada pór'laCdnstitución127. En 'suma, el TtJ:-
burtal ConsütuCióriai ,trataba derorhper el natural vínculo: exis-' 
tente entre el reconocimiento constitucional de" la objeCión' de 
conciencia al serVicio militar (art. '30 CE) ' Y la ' garantíá, 'también 
é6nstithCional,dé la libertad ideológica y rdligiosá' (ait.T6 CE); 
pi6bablementeportemor a abrir la puerta ' auna ' expanS'ión 
iÍlconttoladá' de las 'objeciones 'de 'condencia 'a deberes legales ~o, 
co'rno-sehá 'escritdéXpresiváfuente, a dar vía libre ,¡t: '~unasuerte 
de bigBari'g jurí(Úco"128. 
e', Todavíá vale ' la :pena 'iridicarotro aspecto de estas sentencias 
de : 1981> Tan 'abierUi "resultabála ' cóntradiCCiónentre esta con:" 
céPcióD.'i-éstrictiva de la libertad ' de"'c6ncienciá y la,céóncepcióri 
expansiva del mismo derecho en las'decisiones de' ,1982 y 19'85; 
antes mencionadas; 'que ' el Tribunal " Constitucionalcons-ideró' 
oportuno; en un 'ésfuerzopof'justifiCar sunueva 'dóCtríria,-teálizar 
algunas distirtción'e-s'ltMriCas que 'suscÍtan 'Cieitti perplejidad.\Por 
eJemplo!, él ' 'Fiibunál calific61á obj'eción de cohéierieiá alservici'ó' 
125. Vid. a este propósito R. NAVARRO-VALLS y I, MARTÍNEZ-TORRÓN, 
Las objeciones de conciencia, cit. supra, nota 112, pp, 20-24, 
126.STC 161/1987, FI 3: 
127, Vid, STC 160/1987, FI 3, Debe observarse que el tajante lenguaj~ 
empleado por el Ti-ibuinH'se debía; 'probablemente, 'a que se tratabá de 1<10bje-
ción detonciencia contra'un deber mencionado porel 'artículo 30de hfConsti-
tución, ynosimplemente 'contra cina obligación derivada de una ley ordinaria: :' 
128,R.NAVARRO-V ALL'S Y J/ MARTÍNEZ':'TORRÓN,Lasóbjebon'es' de 
conciencia, cit. supra, nota 112,D. 243, ' 
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militar como "un derecho constitucional autónomo, pero no 
fundamental"129. Una prueba de la relativa confusión y de la 
disparidad de opiniones dentro del Tribunal es que el mismo 
magistrado ponente de la sentencia escribió un voto particular, en 
el que afirmaba que la objeción de conciencia era un derecho 
fundamental derivado de la libertad ideológica e incluido en la 
libertad de conciencia, o al menos en íntima y necesaria conexión 
con ella 130. 
En todo caso, ese planteamiento restrictivo de la libertad de 
conciencia ha aflorado en otras decisiones, hasta el punto de 
dominar aparentemente la perspectiva del Tribunal Constitucional 
esta clase de problemas. 
Tal perspectiva podemos encontrarla ya en 1985, en una 
sentencia relativa a la observancia del descanso sabático l31 . Se 
trataba de una mujer, conversa a la Iglesia adventista del séptimo 
día, . que había sido despedida de su empleo cuando rehusó 
continuar trabajando en sábado (su nueva religión tenía mandatos 
morales muy tajantes a ese respecto). La empleada había pro-
puesto a la empresa diversas vías para resolver los problemas 
ocasionados por su conversión, pero ninguna de sus sugerencias 
fue aceptada. El Tribunal Constitucional se pronunció a favor del 
empresario, con una argumentación centrada exclusivamente en 
el hecho de que el domingo posee actualmente, en las sociedades 
occidentales, la naturaleza de un día festivo secular o laico, sin 
especiales connotaciones religiosas. La sentencia ni siquiera se 
planteaba la posibilidad de que el empresario tuviera el deber de 
buscar un acomodo razonable entre su propia organización y las 
129. STC 160/1987, FJ 3. 
130. Vid. STC 160/1987, voto particular del Magistrado de la Vega 
Benayas, n. l. 
131. STC 19/1985, 13 febrero 1985. Para un comentario crítico de esta 
sentencia a la luz de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional en materia de 
libertad de conciencia, vid. A. CASTRO JOVER, "La libertad de conciencia y la 
objeción de conciencia individual en la jurisprudencia constitucional española", 
en La libertad reli¡¿iosa y de conciencia, cito supra, nota 1, pp. 167-72. 
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convicciones religiosas de su empleada, a semejanza de lo afir-
mado por la jurisprudencia del Tribunal Supremo norteamericano 
desde los años 1960132. La paradoja es que la Constitución esta-
dounidense -en la establishment clause de la primera enmienda-
establece el separatismo entre iglesias y Estado, mientras que el 
arto 16 de la Constitución española obliga al Estado a cooperar 
con las confesiones religiosas. 
Un planteamiento similar domina el razonamiento del Tribunal 
Constitucional en otros dos casos. En 1990, el Tribunal rechazó 
que existiera un pretendido derecho a la objeción de conciencia 
fiscal, frente a un recurrente en amparo que reclamaba el derecho 
a ser eximido del pago de un porcentaje de su impuesto sobre la 
renta, en proporción a la parte de los presupuestos del Estado 
destinados a gastos militares 133. Análogamente, en 1996, el Tri-
bunal negó que un testigo de Jehová tuviera derecho al reembolso 
de los gastos médicos derivados de su objeción de conciencia a 
las transfusiones de sangre: el recurrente, necesitado de una 
operación quirúrgica en el abdomen, tuvo que acudir a una clínica 
privada porque los cirujanos del hospital público rehusaron ope-
rar sin efectuar una transfusión134. Curiosamente, en 1990 el 
132. Sobre esa jurisprudencia, me remito a R. PALOMINO, Las objeciones 
de conciencia. Conflictos entre conciencia y ley en el derecho norteamericano, 
Madrid, 1994, pp. 159-216; 1. MARTÍNEZ-TORRÓN, "La objeción de concien-
cia en la jurisprudencia del Tribunal Supremo norteamericano", en Anuario de 
Derecho Eclesiástico del Estado, 1 (1985), especialmente pp. 445 ss. 
133. Vid. Providencia de 28 junio 1990 (no publicada). Un interesante 
estudio sobre la objeción de conciencia fiscal en Estados Unidos, donde el 
fenómeno llegó a adquirir singular importancia, ha sido llevado a cabo por 
R. PALOMINO, "El tratamiento jurídico de la objeción fiscal en los Estados 
Unidos", en Revista de Derecho Financiero y de Hacienda Pública, 42 (1992), 
pp. 1271-1304. Con una perspectiva comparativa más amplia, vid. el trabajo de 
1. C. DALMAU LUSO, La objeción fiscal a los gastos militares, Madrid 1996. 
134. Vid. STC 166/1996,28 octubre 1996. Es interesante el voto particular 
formulado por el Magistrado González Campos. En materia de objeción a 
hemotransfusiones y otras terapias médicas, vid. R. NA V ARRO-V ALLS, 
J. MARTÍNEZ-TORRÓN, y M. A. JUSDADO, "La objeción de conciencia a tra-
256 lÁ VIER MARTINEZ·TORR6N 
Tribunal€onstitudonal parecía haber abierto la puerta a una 
iínplídta aceptación de la legitimidad de una objeción a trata'-
mientos médicos; sin circunscribirse·· sólo " a Iaopositión- al 
tratamiento por raZones religiosas, incluso -cuando la-negativa dei 
pacieiltepusiera en peligro su propia vida. ' Se trataba dedos 
SeiltenéÍas, muy próximas en el tiempo; relativas a la hueiga dé 
hambre seguida por unos miembros de la banda terrorista 
GRAPO mientras se encontrabanén prisión. Para ld -'qu:eaquí 
interesa, el Tribunal venía a afirmar que, en circunstancias ordi-
narias -'-<lue no eran las de los miembros del' GRAPO, por -Su 
éondición de fec1Usos-; la imposición obligatoria de'una terapi~ 
podría ser considerada como una violación de loS'derechos cons:.. 
titucionales del paciente, cuando éste -ha rehusado voluntaria..: 
mente la terapia y aceptado el consiguiente riesgo de -muerte, 
suponiendo que el paciente sea 'la úniba persona afectada por sU 
decisión 135. 
En fin, conviene señalar que la restrictiva -interpretación de ' la 
libertadreligiosa-Ydeconciencia nó sólo ha generado una cierta 
inconsistencia :enel itinerario jurisprudencialdel · Tribunal. Es 
que, además,cdntradice un principio general, común tanto en el 
derecho constitucional comparado como en el derecho interna-
cional: los ,derechos fundamentales, o Jos derechos humanos, 
. ~ . - ~ ': .", ' . , - ' . :' : . " . ~ . . . 
rec1amaolloa interpretación extensiva, mientras que las restric-
CÍonesa ·los mismoS han de interpretarse-restricti vamente 136. 'En 
{amientos médicos: Derecho comparado y Derecho español": en-"Persona y 
Derecho, 180988), pp. 163-277; y, más'fecientemente,L ÁLVAREZPRIETO, 
"La objedónde coriciencia a las transfusioriessanguírieas~'; eJ\ Anúario 'de 
Derecho Eclesiástico del Estado, 16 (2üOO),.pp. 611~648. . ...... " . , 0. 
- 135_ Vid. STC'13711990, 19 julio 1990; FJ 5; Y 1201I990; 27 júriib 1990;FJ 
7. Una sugerente visión -crítica de la argumentacióri del Tribunal puede verse 
en ' A. OLLERO, Deréchoa la vida y derecho a lamiterte, Madrid 1994. . 
' 136; Esta dbcttiri'a, por otro lado, ha sidb desde aritiguo -tiene raíces 
romarias-': aplicada a 'los derechos subjetivos' en generaL Los canonistas clásicós 
la condensaroneri Un expresivoafórismo: "fávorabilia ampliaflda;odiósa rese 
tringenda".No-dejá' de ser 'paradójico ' que' un principiodisiimivérsaimente 
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mi opinión, hubiera sido mucho más lógico que el Tribunal reco-
nociera el derecho a comportarse de acuerdo con la propia con-
ciencia, apuntando simultáneamente la necesidad de examinar, en 
cada conflicto concreto, si tal derecho puede -o debe- ser limi-
tado por causa de un interés jurídico superior. 
V. ALGUNAS CONSIDERACIONES FINALES 
Las anteriores páginas han querido esbozar un sintético cuadro 
de la jurisprudencia más significativa del Tribunal Constitucional 
en materia religiosa, desde una doble perspectiva: la posición 
jurídica de las confesiones religiosas y el grado de protección de 
que goza la libertad de conciencia individual en España. 
Excedería de los límites de este trabajo analizar la política del 
ejecutivo y del legislativo españoles en relación con los prin-
cipios de igualdad y neutralidad, aunque algunas de sus mani-
festaciones suscitan una cierta inquietud. Por ejemplo, la aparente 
intención del gobierno de no negociar, en un futuro próximo, 
nuevos acuerdos formales de cooperación con algunas ·confe-
siones religiosas que, pese a su amplia implantación en España, 
no han sido incluidas en el sistema de acuerdos aprobado en 
1992; en particular, los Testigos de Jehová y la Iglesia de 
Jesucristo de los santos de los últimos días (mormones)!37. Otro 
ejemplo lo constituye el hecho de que las confesiones religiosas 
debidamente inscritas en el Registro de Entidades Religiosas 
estén lejos de obtener los mismos beneficios concedidos a las 
confesiones que han alcanzado un acuerdo con el Estado (p.ej., 
aceptado en el ámbito del derecho privado sea virtualmente invertido en un 
ámbito, como el derecho constitucional, donde la autonomía de la persona tiene 
mucha mayor importancia. 
137. Aunque no es fácil obtener datos fiables, suele admitirse que en 
España hay en torno a 100.000 testigos de Jehová y aproximadamente 30.000 
mormones. 
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exenciones fiscales para la propiedad y actividades religiosas, o el 
reconocimiento de efectos civiles a la ceremonia religiosa de 
matrimonio); en realidad, actualmente la cooperación estatal con 
esas confesiones es mínima. 
Estos dos ejemplos muestran que la aplicación de los prin-
cipios constitucionales de igualdad y neutralidad en el derecho 
español puede ser sin duda mejorada por lo que concierne al 
tratamiento jurídico de los grupos religiosos minoritarios. Y lo 
mismo podóa afirmarse en relación con la posición jurídica de la 
Iglesia católica, la cual posee en exclusiva algunos privilegios 
que, sin ser estrictamente inconstitucionales, parecen más propios 
de un Estado confesional y no de un Estado neutral. El ejemplo 
más claro es, probablemente, el singular sistema de regular la 
enseñanza de la religión católica en los colegios públicos, tal 
como fue establecido en los Acuerdos con la Santa Sede de 1979. 
Por lo que se refiere a la jurisprudencia del Tribunal Consti-
tucional español, su actitud no difiere mucho, a grandes rasgos, 
de la adoptada por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos138• 
Ambos tribunales tienden a respetar la tradicional posición privi-
legiada de las iglesias mayoritarias en tanto no se traduzca en 
flagrantes violaciones de la libertad de conciencia individual o del 
principio de igualdad (ni, en el caso del Tribunal Constitucional 
español, de la neutralidad del Estado). 
El problema es que la concordancia con la jurisdicción de 
Estrasburgo se extiende también a lo que, a mi juicio, constituye 
el aspecto más negativo de nuestra jurisprudencia constitucional 
138. Me remito, a este propósito, a J. MARTÍNEZ-TORRÓN, "La protec-
ción de la libertad religiosa en el sistema del Consejo de Europa", en Pro-
yección nacional e internacional de la libertad religiosa, cit. supra, nota 46, pp. 
89-131; Y J. MARTÍNEZ-TORRÓN y R. NAVARRO-VALLS, "The Protection of 
Religious Freedom in the System of the Council of Europe", en el volumen 
colectivo Freedom of Religion and Belief' A Desk Book (ed. por B. TAHZIB-
LIE, C. DURHAM y T. LINDHOLM) (en prensa, de publicación prevista en The 
Hague, principios de 2002). Allí pueden encontrarse ulteriores referencias 
jurisprudenciales y bibliográficas. 
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(en rigor, la concordancia es con la doctrina de la Comisión 
Europea de Derechos Humanos, que tal vez haya heredado el 
propio Tribunal Europeo, a pesar de que su jurisprudencia todavía 
no resulta del todo clara en este punto). Me refiero a que la 
teórica interpretación extensiva de la libertad de conciencia es 
frecuentemente obstaculizada por el predominio casi automático 
de las leyes "neutrales". Cuando estas leyes, que no tienen un 
contenido ni una finalidad religiosos (o antirreligiosos), entran en 
conflicto con las prescripciones morales de algunos ciudadanos o 
confesiones, el Estado no tiene obligación alguna de intentar 
acomodar el imperativo legal a las creencias de esos individuos o 
grupos. Ni está tampoco obligado a probar que, en el caso 
concreto, la restricción de la libertad de conciencia resulta 
necesaria para conseguir la finalidad perseguida por la ley neutral. 
En la actitud tanto del Tribunal Constitucional como del Tri-
bunal Europeo parece existir un cierto e implícito recelo de la 
conciencia individual, como si temieran que pudiera producirse 
una atomización o pulverización del ordenamiento jurídico si se 
tomara en serio cada particular demanda de la conciencia de los 
ciudadanos. Pierden así de vista que cada ser humano tiene el 
derecho de vivir de acuerdo con su conciencia, mientras no ponga 
en peligro otros bienes jurídicos que merecen una atención 
preferente. Con lo anterior no pretendo afirmar que la conciencia 
individual puede atrincherarse como un valor absoluto e intan-
gible. La conciencia no es, ni puede ser, un absoluto. Puede y 
debe ser limitada por el poder público cuando entra en colisión 
con otros intereses jurídicos prevalentes. Sin embargo, las restric-
ciones a la libertad sólo son legítimas cuando son necesarias. De 
ahí que el punto crucial sea reconocer que el Estado tiene la carga 
de probar que, en un caso determinado, hay un interés predo-
minante ante el que la libertad de conciencia debe ceder. Ésa es, a 
mi entender, la manera más segura -y también la más lógica 
desde la perspectiva de los principios democráticos- de evitar 
posibles abusos o discriminaciones encubiertas. 
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Es un grave error adoptar una concepción minimalista, y casi 
ancilar, de los derechos de la conciencia individual. Un Estado 
neutral no debería inquietarse ante el ejercicio de la libertad de 
conciencia, ni ante las conciencias individuales libres que se 
toman la moral en serio. Lo que debería alarmarle es el funda-
mentalismo139. Y me refiero tanto al fundamentalismo religioso 
como al fundamentalismo laicol40, pues ambos son manifesta-
ciones de intolerancia, que es incompatible con el pluralismo. Y 
el pluralismo -la oportunidad de expresar ideas diversas con la 
palabra, los escritos o el propio comportamiento-- no sólo es la 
esencia de la democracia. Es, sobre todo, el resultado natural de la 
libertad, que es la esencia de la naturaleza humana. 
139. Vale la pena citar aquí dos importantes recomendaciones aprobadas, 
por la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa a este propósito: la 
Recomendación 1202 (1993) sobre la tolerancia religiosa en una sociedad 
democrática, y la Recomendación 1396 (1999) sobre religión y democracia. En 
ellas, la Asamblea advierte frente al extremismo, que es definido como una 
"perversión de la religión". La misma idea impregna buena parte del trabajo de 
la Conferencia Internacional Consultiva sobre la educación escolar en relación 
con la libertad de religión y de convicciones, la tolerancia y la no discri-
minación, organizada por la Comisión de Derechos Humanos de Naciones 
Unidas en colaboración con el gobierno español, y recientemente celebrada en 
Madrid, del 23 al 25 de noviembre de 2001. 
140. O, como se ha escrito expresivamente, el "fundamentalismo de la 
purificación social, que si en el día a día tiende a eliminar lo discrepante, en el 
complejo marco de las relaciones conciencia civil-conciencia religiosa ha 
decretado curiosamente que la segunda es sólo un residuo en el horizonte 
agnóstico" (R. NAVARRO-VALLS y R. PALOMINO, Estado y Religión. Textos 
para una reflexión crítica, Madrid 2000, p. 14). 
